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1. INTRODUCCIÓN 

Todos alguna vez hemos pensado a dónde van a parar nuestros impuestos. Los 

pagamos para que el Estado pueda hacer frente a muchos gastos como, por ejemplo, la 

compra de coches patrulla para la policía, la construcción de institutos, la entrega de becas 

para estudiantes o el pago de salarios de los militares. En mayor o menor medida, estos 

gastos acaban repercutiendo en nuestras vidas y es lógico que haya ciudadanos que se 

nieguen a financiar con sus impuestos actividades que son contrarias a sus más íntimas 

convicciones personales.  

Durante los años 80, en España surgió un movimiento pacifista que pretendía luchar 

contra la financiación de gastos militares y de defensa. Su principal argumento era que el 

Estado destinaba cada año un porcentaje mayor de dinero a estos gastos, haciendo 

partícipes a la población española de las guerras y operaciones militares en las cuales el 

ejército español participaba. Los autodenominados objetores fiscales llevaron su causa 

ante la justicia española, la cual ha denegado hasta la fecha el reconocimiento de un 

derecho a ejercer la objeción de conciencia fiscal a través del impago de una parte del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (en adelante IRPF) desviándolo a 

organizaciones antimilitaristas. 

El único intento de legalizar esta práctica en España se dio en 2005, cuando el partido 

político Esquerra Republicana de Catalunya (en adelante ERC) presentó ante el Congreso 

de los Diputados una proposición de ley al respecto. La proposición no prosperó y se 

encontró con la reticencia de la mayoría del Congreso por poner en riesgo el sistema 

tributario español y, en definitiva, el Estado social y democrático de derecho que impera 

en nuestro país. 

Dentro del temario sobre objeción de conciencia que se imparte en la carrera de 

Derecho de las universidades españolas, la objeción fiscal suele ser un epígrafe corto que 

se limita a recuperar los argumentos que el Tribunal Constitucional ha venido dando para 

denegar tal práctica. La sensación que suele causar a los alumnos es la de un tema ya 

superado por la jurisprudencia española y del que no se habla en casi ningún medio de 

comunicación. 

Dicho esto, considero que los argumentos de los objetores fiscales son moralmente 

legítimos y merecen el esfuerzo de estudiar a fondo su situación y ver qué alternativas y 
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posibilidades pueden tener en el futuro. Es por ello que el principal objetivo de este 

trabajo es analizar objetivamente si la objeción de conciencia fiscal tiene cabida en el 

ordenamiento jurídico español y si es posible regularla mediante ley. Para ello, dejaremos 

a un lado todos los prejuicios que durante los años se han ido generando sobre el tema y 

le daremos una oportunidad para ver si de verdad hay alguna posibilidad de legalizar un 

derecho al respecto.  

Otros objetivos secundarios, pero a la vez cruciales para poder fundamentar una futura 

ley sobre objeción fiscal son: analizar su naturaleza jurídica, para poder ver si se trata de 

un supuesto de desobediencia civil o de objeción de conciencia, y valorar si de verdad es 

necesaria su regulación mediante ley. 

Un último propósito, de carácter más personal, es el de dar voz a la causa de los 

objetores fiscales y generar debate, ya que considero que los problemas no se solucionan 

negando derechos y libertades sino dialogando y buscando alternativas que beneficien a 

ambas partes. 

En cuanto a la metodología del trabajo, repasaremos la jurisprudencia asentada en 

España junto a legislación de Derecho comparado, veremos los argumentos de las dos 

corrientes doctrinales más relevantes hasta el momento y, en la última parte del trabajo, 

plantearemos una propuesta amplia de regulación legal de la objeción de conciencia 

fiscal. 

 

2. MARCO GENERAL DE LA LIBERTAD Y LA OBJECIÓN DE 

CONCIENCIA EN ESPAÑA 

 

2.1. Libertad de conciencia 

Para establecer las bases de la objeción de conciencia fiscal, lo primero que debemos 

hacer es conceptualizar la libertad de conciencia como fuente de derechos y libertades 

entre los que se encuentra la propia objeción de conciencia. Es indispensable hacer un 

breve repaso de los aspectos más relevantes de esta libertad ya que, como veremos en 

apartados posteriores, la mayoría de casos de objeción planteados se fundamentan en ella. 

Antes de entrar en materia, considero acertado aproximarnos al concepto de conciencia 

desde un punto de vista filosófico puesto que es un concepto con muchas acepciones y 
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que no siempre se utiliza adecuadamente. Estaremos de acuerdo en que las personas 

tenemos percepción de nosotros mismos y de lo diferente a nosotros (autoconciencia) a 

la vez que percibimos que existe una norma que regula nuestras conductas (conciencia 

moral). Pues bien, la conciencia es un “todo”, es decir, es aquel bloque conjunto de 

sentimientos, creencias, ideas y opiniones que, mediante un proceso formativo, produce 

el desarrollo de la personalidad. Todas las libertades se agrupan dentro de este “todo” que 

es la libertad de conciencia mediante la cual cada persona es única y su comportamiento 

ante la vida es individualizado. Es en esta individualización donde radica la importancia 

de la libertad de conciencia, ya que sin su reconocimiento el derecho quedaría 

desnaturalizado y despersonalizado1.  

No obstante, cuando un sujeto exterioriza su conciencia pasa a estar sujeto a un límite 

inquebrantable que es el respeto de la libertad de conciencia de las demás personas2. Este 

aspecto es el que más nos interesa, ya que la exteriorización de la conciencia por parte de 

una persona tiene efectos en la esfera personal de otras personas produciéndose choques 

de conciencias3 y es en este momento, como veremos más adelante, en el que entra en 

juego la objeción de conciencia. 

Dejando ya a un lado el concepto filosófico de conciencia, la Constitución Española4 

(en adelante CE), después de muchos años de confesionalidad estatal e intolerancia, 

consagró la libertad de conciencia como un principio informador del sistema jurídico 

español a la vez que un derecho fundamental y subjetivo reconocido en el artículo 16.1 

CE5, el cual reconoce la libertad ideológica, religiosa y de culto tanto de individuos como 

de comunidades.  

                                                             
1 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2018): “Conciencia y Derecho” en Revista Jurídica de la 

Universidad de León, nº 5, p. 5. 

2 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2011): Derecho de la Libertad de Conciencia, Madrid, Ed. Civitas, 

p. 311. 

3 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2018): Op. cit., pp. 6-7. 

4 Constitución Española de 29 de diciembre de 1978. 

5 Art.16.1 CE: “Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades 

sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público 

protegido por la ley.” 
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La libertad de conciencia se incluye dentro de los derechos del art.16.1 CE porque se 

trata de una especificación de la libertad ideológica6. Es un derecho fundamental que dota 

a las personas de un espacio de privacidad protegido de las injerencias del Derecho y que 

garantiza la libertad de formación de la conciencia, la libertad de tener y expresar 

creencias, ideas, y opiniones, la libertad de comportarse conforme a ellas y el derecho a 

no ser obligado a actuar contradiciéndolas7.  

Si seguimos la línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional8, existen dos 

dimensiones de la libertad de conciencia: por un lado, la dimensión interna o individual 

incluye la libre formación de la conciencia y el libre desarrollo de la personalidad del 

art.10.1 CE, las cuales son libertades absolutas que no pueden ser limitadas. El Estado 

debe garantizar y defender la libre formación interna de las personas sin inmiscuirse en 

este fuero porque es totalmente incompetente para ello. Además, hay que subrayar que, 

aunque el derecho a la libertad de conciencia es titularidad de individuos y comunidades, 

la formación de la conciencia corresponde a cada persona de forma individual y no a un 

conjunto de personas que forman un grupo. 

Por otro lado, la dimensión externa o social hace referencia a la exteriorización pública 

de la conciencia, es decir, a comportarse de acuerdo con las convicciones y creencias de 

uno mismo9. Esta libertad no es absoluta porque tiene como límites las libertades de las 

demás personas10.  

Apartándonos de las dos dimensiones analizadas, cabe decir que la terminología 

utilizada en el art.16.1 CE está basada en razones históricas, pero el hecho de no 

mencionar de forma expresa la libertad de conciencia plantea dificultades para justificar 

su reconocimiento constitucional y su categorización como derecho fundamental. La 

doctrina y jurisprudencia se hubiera ahorrado muchos esfuerzos en dilucidar qué 

                                                             
6 STC 15/1982, de 23 de abril, FJ nº 6. 

7 ROJAS BUENDÍA, MARÍA DEL MAR (2006): Los derechos fundamentales de libertad de conciencia y 

asociación: análisis histórico y régimen jurídico conjunto, Universidad Carlos III de Madrid, Instituto de 

Derechos Humanos Bartolomé de las Casas, p. 33, en https://e-archivo.uc3m.es/handle/10016/3024, 

(13/02/2021). 

8 STC 15/1982, de 23 de abril, FJ nº 6. 

9 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2018): Op. cit., pp. 6-7. 

10 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): “La objeción fiscal” en Derecho y opinión, nº 7, p. 236. 

https://e-archivo.uc3m.es/handle/10016/3024
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libertades y derechos se encuentran dentro del art.16.1 CE si se hubiera utilizado una 

redacción más precisa como la de los textos internacionales (art.9 del Convenio Europeo 

de Derechos Humanos11, en adelante CEDH, o art.18 de la Declaración Universal de 

Derechos Humanos12, en adelante DUDH, por ejemplo) que hablan de libertad de 

pensamiento, de conciencia y de religión13.  

Otro problema que se plantea a raíz de la terminología es el debate doctrinal sobre si 

estamos ante tres libertades o derechos diferentes o, en cambio, se trata de un único 

derecho o libertad con un único ámbito de protección. Es por ello que el Comité de 

Derechos Humanos de Naciones Unidas en el 48º período de sesiones de 1993 analizó en 

profundidad el art.18 DUDH14 concluyendo que la libertad de pensamiento y la libertad 

de conciencia se protegen del mismo modo que la libertad de religión y de creencias, es 

decir, estamos ante un derecho con un único ámbito de protección.  

Como hemos dicho, la libertad de conciencia es un principio y a la vez un derecho. Si 

hablamos de ella como principio de organización social y política, tiene una doble 

acepción: La acepción negativa parte de la base de que los poderes públicos son 

incompetentes en materia religiosa, ya que no son titulares del derecho a la libertad 

religiosa, y por ello no pueden realizar declaraciones de confesionalidad ni pueden 

coaccionar a los ciudadanos a profesar ciertas religiones y creencias, a declarar sobre ellas 

o a cambiarlas. Respecto a la acepción positiva, los poderes públicos deben regular el 

ejercicio social del derecho fundamental a la libertad de conciencia para garantizar las 

condiciones adecuadas para que tal derecho sea promovido y, además, deben facilitar y 

                                                             
11 Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en 

Roma el 4 de noviembre de 1950, y enmendado por los Protocolos adicionales números 3 y 5, de 6 de mayo 

de 1963 y 20 de enero de 1966, respectivamente. 

12 Declaración Universal de los Derechos Humanos, proclamada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948, en su Resolución 217 A (III). 

13 MARTÍNEZ DE PISÓN CAVERO, JOSÉ MARÍA (2004): “La libertad de conciencia en la Constitución 

española” en Revista electrónica del Departamento de la Universidad de La Rioja, nº 2, p. 61. 

14 Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas, 48º período de sesiones, 1993, observación general 

nº 22. El art.18 DUDH establece lo siguiente: “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de 

conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la 

libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto en público como en 

privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.” 

https://undocs.org/es/A/RES/217(III)
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remover cualquier obstáculo que pueda restringir su ejercicio15 (línea seguida por el 

Tribunal Constitucional16).  

En cuanto a la libertad de conciencia como derecho, está reconocida en diferentes 

textos internacionales ratificados por España como por ejemplo el art.9 CEDH, el art.18 

DUDH y el art.18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos17. Todos estos 

textos concuerdan en que el derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión 

implica la libertad de manifestar la propia religión o creencia, individual o 

colectivamente, tanto en público como en privado y la libertad de adoptar una religión o 

creencia, así como cambiarla o mantenerla. Asimismo, abarca las creencias teístas, no 

teístas, ateas y la no profesión de creencia o religión. Esto será importante porque los 

objetores de conciencia podrán fundamentar sus comportamientos no solo en motivos 

religiosos, sino que también en motivos ideológicos. 

El derecho a la libertad de conciencia es un derecho subjetivo cuyos titulares son los 

individuos y comunidades, como sujetos activos, y el Estado como sujeto pasivo, es decir, 

como sujeto que garantiza, tutela y promueve este derecho18. Es un derecho fundamental 

que vincula a todos los poderes públicos, los cuales deben limitarse a vigilar que no se 

produzcan violaciones en el ejercicio de prácticas ideológicas o religiosas, además de 

proteger la inmunidad de coacción de los titulares de este derecho19. En consecuencia, el 

derecho a la libertad de conciencia se encuentra protegido a través del recurso de amparo 

ante el Tribunal Constitucional (art.53.2 CE), para su desarrollo es necesaria ley orgánica 

(art.81 CE), es un derecho irrenunciable y tiene eficacia erga omnes20. 

La dignidad humana del art.10.1 CE es el principal fundamento del derecho 

fundamental a la libertad de conciencia. El fundamento jurídico nº 8 de la sentencia del 

                                                             
15 CONTRERAS MAZARÍO, JOSÉ MARÍA (2007): “La libertad de conciencia y convicción en el sistema 

constitucional español” en Revista CIDOB d’afers internacionals, nº 77, pp. 43-44. 

16 STC 101/1983, de 18 de noviembre, FJ nº 3. 

17 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión 

por la Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. 

18 STC 64/1988, de 12 de abril, FJ nº 1. 

19 STC 24/1982, de 13 de mayo, FJ nº 1. 

20 CONTRERAS MAZARÍO, JOSÉ MARÍA (2007): Op. cit., pp. 51-54. 
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Tribunal Constitucional (en adelante STC) 53/198521 afirma que la dignidad de la persona 

se haya íntimamente vinculada a la libertad de ideas y de creencias del art.16 CE y que 

“se manifiesta singularmente en la autodeterminación consciente y responsable de la 

propia vida”. Ahora bien, tiene que haber cierta coherencia entre las convicciones de 

conciencia de una persona y su conducta externa para que podamos hablar de dignidad 

personal. Junto a la dignidad humana, otro fundamento importante es el pluralismo 

político nombrado en la Constitución en su art.1.1 que ayuda a crear un marco idóneo 

para que las personas puedan formar su propia conciencia y desarrollarse en condiciones 

de libertad, respetando siempre la conciencia de las demás personas22. 

Por último, nombramos los límites de la libertad de conciencia porque son los mismos 

que entrarán en juego más adelante cuando tratemos el tema de la objeción de conciencia 

fiscal. La Constitución se limita a mencionar el orden público protegido por la ley, 

mientras que los textos internacionales y el art.3.1 de la Ley Orgánica de Libertad 

Religiosa23 añaden la protección de los derechos y libertades fundamentales de los demás, 

la seguridad, la salud o la moral públicas. 

2.2. Objeción de conciencia 

Los poderes públicos deben respetar el pluralismo que hay en nuestra sociedad, aunque 

esto no quiere decir que se deban respetar todas las opiniones y creencias, hay límites. En 

nuestra democracia rige una ética pública neutra en la cual el derecho se rige por lo que 

decide la mayoría mientras que la moral es algo que pertenece al ámbito privado de cada 

persona. El problema surge cuando hay que regular cuestiones que por su propio carácter 

no son neutras y que, por tanto, requieren decantarse por alguna solución definida. El 

Derecho no es neutral, hecho que hace necesaria la existencia de la objeción de conciencia 

para aquellas personas que no siguen la ética de la mayoría24.  

                                                             
21 STC 53/1985, de 18 de mayo, FJ nº 8. 

22 ROJAS BUENDÍA, MARÍA DEL MAR (2006): Op. cit., pp. 11-13. 

23 Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa. 

24 En palabras de LLAMAZARES FERNÁNDEZ: “la desarmonía y la contradicción, aunque sea como 

excepción, siempre existirán en un Estado democrático pluralista, propulsor de la igualdad de derechos, 

pero simultáneamente respetuoso de las diferencias no contradictorias con los valores consensuadamente 

compartidos, con manifestaciones tanto colectivas, lo que sucede especialmente en el caso de las minorías, 

como individuales.” LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2011): Op. cit., p. 319. 



- 10 - 
 

Para hablar de un caso de objeción de conciencia lo primero que tiene que suceder es 

que exista un deber jurídico que vaya en contra de la conciencia de un sujeto. El sujeto 

incumple el deber porque de lo contrario estaría traicionando sus propias convicciones, 

es decir, da prevalencia al deber que le impone su conciencia por encima del deber 

jurídico. 

A pesar de que tanto los individuos como las comunidades son titulares del derecho a 

la libertad de conciencia, solo los individuos tienen conciencia moral, no existe la 

conciencia de un conjunto de individuos. Que un grupo piense igual quiere decir que un 

conjunto de individuos ha acordado una serie de opiniones o ideas como comunes, pero 

un grupo ni piensa, ni habla, ni razona, son los individuos quienes lo hacen. En 

consecuencia, serán objetores las personas individuales y no los grupos como un 

conjunto25. Por ejemplo, la Iglesia Católica no ejerce el derecho a la objeción de 

conciencia, sino que son los ciudadanos los que pueden acogerse a su condición de 

católicos para objetar fiscalmente al pago de impuestos por destinarse a fines contrarios 

a su conciencia. 

Respecto a la tipología, existen dos tipos de objeción de conciencia según su 

reconocimiento: hablamos de objeción contra legem26 cuando la objeción de conciencia 

no está reconocida por el derecho. El objetor busca salvaguardar su conciencia 

incumpliendo una norma incompatible con esta, pagando muchas veces un castigo por 

ello27. Este tipo de objeción puede generar consecuencias en el ámbito político o en el 

social convirtiéndose en una fuerza de presión frente al legislador. Como veremos más 

adelante, el sector doctrinal que reconoce la objeción de conciencia fiscal lo hace en el 

marco de este tipo de objeción, ya que no está reconocida de forma expresa en ninguna 

ley ni sentencia. 

                                                             
25 ÁLVAREZ GÁLVEZ, IÑIGO (2017): “Algunas notas sobre el concepto de objeción de conciencia” en Atenea 

(concepción): Revista de ciencias, artes y letras, nº 516, pp. 129-130. 

26 Algunos autores hablan de objeción de conciencia en sentido estricto para referirse a la objeción contra 

legem y de opción de conciencia para hacer referencia a la objeción secundum legem. COMBALÍA SOLÍS, 

ZOILA (2008): “Opciones de conciencia. Propuestas para una ley” en ROCA FERNÁNDEZ, MARÍA JOSÉ 

(coord.), La necesidad de flexibilización del derecho y la objeción de conciencia en una sociedad plural, 

Valencia, Ed. Tirant lo Blanch, p. 66. 

27 El sujeto en cuestión solo puede escoger entre cumplir la norma o incumplirla con las respectivas 

consecuencias legales. 
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Por otro lado, hablamos de objeción secundum legem cuando la objeción de conciencia 

sí está reconocida. Se trata de situaciones en las que el objetor no es castigado porque el 

legislador, después de muchos casos similares y ante la urgencia social, ha decidido 

regular el tipo de objeción en cuestión mediante una norma jurídica que regula sus 

características y límites28, o bien porque la jurisprudencia ha reconocido el supuesto de 

objeción en concreto29. En definitiva, el sujeto en cuestión puede optar entre ejercer su 

derecho a la objeción de conciencia o cumplir con la norma. 

Ahora bien, una vez conceptualizada la objeción de conciencia y sus tipos, podríamos 

preguntarnos lo siguiente: ¿cómo puede ser que, porque una conducta (contraria a una 

norma jurídica) sea considerada conforme a la conciencia de una persona, ya sea válida y 

esté amparada por el derecho fundamental a la libertad de conciencia?30 Este es el gran 

miedo que tienen los Estados a la hora de reconocer y regular los supuestos de objeción 

de conciencia, porque tendrían que regular tantos supuestos como distintas conciencias 

hay en la sociedad y, por tanto, las normas perderían su sentido y serían inútiles en la 

mayoría de casos31. 

En consecuencia, los sistemas jurídicos tienen sistemas de control de los motivos de 

conciencia que se alegan para comprobar su autenticidad y veracidad32. Este control es 

                                                             
28 Es necesario puntualizar aquí que la propuesta de regulación legal de objeción de conciencia fiscal que 

plantearemos al final del trabajo se encuadraría dentro de este tipo de objeción. 

29 ÁLVAREZ GÁLVEZ, IÑIGO (2017): Op. cit., pp. 131-132. 

30 SARTEA, CLAUDIO (2013): “¿Qué objeción? ¿Qué conciencia? Reflexiones acerca de la objeción de 

conciencia y su fundamentación conceptual” en Cuadernos de bioética, vol. 24, nº 82, pp. 393-394. 

31 Otra pregunta interesante sería: ¿Podemos considerar como “justas” a aquellas personas que en algún 

momento de la historia han incumplido o han ido en contra del derecho vigente en un Estado totalitario 

como, por ejemplo, la Alemania nazi o la Unión Soviética? (idea extraída de SARTEA, CLAUDIO (2013): 

Op. cit., pp. 392-393). Hay que tener en cuenta que, aunque consideraban el derecho como injusto, estas 

personas rechazaron un ordenamiento jurídico válido y negaron la legitimidad de la justicia y la validez del 

derecho. Según mi opinión, actuar conforme a tu conciencia puede ser algo positivo porque realza tus 
principios y tus convicciones morales, pero puede convertirse en un arma de doble filo porque se incumple 

una normativa que forma parte de un ordenamiento jurídico que goza de plena legitimidad y validez. Y es 

justamente por eso que los objetores tienen que ser muy cuidadosos a la hora de fundamentar sus motivos 

de conciencia, ya que es su única vía para demostrar la total incompatibilidad de su conciencia con el deber 

jurídico en cuestión. 

32 El control de los motivos de conciencia no se da en los casos de objeción de conciencia reconocidos 

incondicionalmente, es decir, cuando la objeción se reconoce independientemente de cuáles sean los 

motivos de conciencia. Un ejemplo sería la objeción de conciencia a intervenir o practicar directamente un 

aborto. APARISI MIRALLES, ÁNGELA Y LÓPEZ GUZMÁN, JOSÉ (2006): “El derecho a la objeción de 

conciencia en el supuesto del aborto” en Persona y bioética, vol. 10, nº 1, p. 41. 
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muy complicado de hacer porque supone valorar la faceta más íntima y personal de las 

personas que es la conciencia interna33. Por conciencia hacemos referencia a aquellas 

creencias y convicciones que se encuentran arraigadas al sujeto y que forman su 

identidad, de manera que la contradicción de estas por un mandato legal hace imposible 

el cumplimiento de tal mandato. No obstante, no todos los motivos de conciencia son 

aceptados para exculpar la conducta del objetor, solo aquellos que afectan directamente a 

su conciencia, es decir, auténticos motivos que sean previsibles para prevenir la conducta 

en cuestión34.   

El problema de los sistemas de control es que no pueden entrar a valorar distintos casos 

de objeción siguiendo una moral subjetiva, ya que lo que es relevante para una persona 

puede no serlo para otra35. Es más, en palabras de ROLDÁN JARAMILLO
36 “lo único que el 

objetor puede demostrar es la calidad de su creencia”, ya que el objetor puede aportar 

testimonios, fotos, vídeos o costumbres, pero no puede demostrar al cien por cien algo 

tan íntimo y personal como la conciencia37. Para evitar este problema, a parte de los 

sistemas de control, se emplean prestaciones sustitutorias al cumplimiento del deber 

general como, por ejemplo, la prestación social sustitutoria al servicio militar. 

Una vez se ha comprobado la autenticidad de los motivos de conciencia del objetor, 

estos se ponderan con otros bienes jurídicos en conflicto que pueden llegar a tener un 

tratamiento preferente38. Aquí es cuando entran en juego los límites de la objeción de 

conciencia que son los mismos que los de la libertad de conciencia: el orden público, 

entendido como salud, seguridad y moral públicas, condiciona el ejercicio del derecho a 

                                                             
33 RUIZ MIGUEL, ALFONSO (1996): “La objeción de conciencia a deberes cívicos” en Jueces para la 

democracia, nº 25, pp. 105-106. 

34 LUZÓN PEÑA, DIEGO MANUEL (2013): “Actuación en conciencia y objeción de conciencia como causa 
de justificación y como causa de exculpación frente a la punición del delincuente por convicción” en Indret: 

Revista para el Análisis del Derecho, nº 1, pp. 11-13. 

35 GASCÓN ABELLÁN, MARINA FELICIA (2018): “Defensa de la objeción de conciencia como derecho 

general” en Eunomía: Revista en Cultura de la Legalidad, nº 15, pp. 94-95. 

36 ROLDÁN JARAMILLO, CIRO (2012): “Desde una mirada desobediente a la objeción de conciencia” en N.A. 

Gil Olivera, y R.A. Duarte Cuadros, Memorias del XI Congreso Nacional de Filosofía del Derecho y 

Filosofía Social: Constitucionalismo, pobreza y globalización, Bogotá, Universidad Libre, p. 178. 

37 MUÑOZ LÓPEZ, CARLOS ANDRÉS (2015): “Aplicación de la teoría de la desobediencia civil y la objeción 

de conciencia de Rawls” en Academia y Derecho, nº 10, p. 287. 

38 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): “La objeción fiscal” en Quincena fiscal, nº 22, p. 5. 
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la objeción de conciencia, pero para la interpretación de estos límites acudiremos a la 

jurisprudencia porque se trata de conceptos jurídicos indeterminados que pueden dar 

lugar a diferentes interpretaciones. Otro límite relevante es el respeto de las libertades y 

derechos fundamentales de otras personas, ya que el objetor puede incumplir una norma 

jurídica, pero no puede vulnerar los derechos de terceras personas. 

Hay que tener en cuenta que los motivos de conciencia pueden ser tanto motivos 

religiosos como genéricos del pensamiento porque el art.16.1 CE habla de libertad 

ideológica y libertad religiosa, pero en la práctica son normalmente motivos religiosos, 

porque están más arraigados en las personas y si no fueran cumplidos hablaríamos de 

pecado, en términos cristianos, y de contradicción de su moral religiosa39. 

Algunos autores como FALCÓN Y TELLA
40 apoyan la línea de que en el caso de que los 

motivos de conciencia no fueran aceptados, no se podría exculpar al cien por cien al 

objetor, pero se abriría la posibilidad de utilizar su conducta como eximente del art.20.7 

del Código Penal41 (en adelante CP) por obrar en el ejercicio legítimo de un derecho. 

Según este autor, lo que tendría que ser legítimo no es el derecho que se ejerce sino el 

ejercicio de ese derecho, es decir, que se ejerciera de forma pacífica, con proporcionalidad 

y respetando la Constitución y demás normas del ordenamiento jurídico. Otra parte de la 

doctrina, como LUZÓN PEÑA
42, es más partidaria de asociar el comportamiento del objetor 

con la atenuante analógica del art.21.7.ª CP respecto a otras eximentes del art.20 CP, 

como el miedo insuperable, o respecto a otras atenuantes del art.21 CP. 

Es importante matizar que en los supuestos de objeción se produce un choque entre 

conciencia y una o algunas normas, pero no contra todo el ordenamiento jurídico, ya que 

derrumbar la totalidad del ordenamiento no es la finalidad del objetor. Es más, el objetor 

acepta el sistema normativo vigente y acepta las consecuencias, a veces en forma de 

sanción, que se puedan derivar de su conducta43.  

                                                             
39 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): “Libertad ideológica y objeción de conciencia” en Persona y 

derecho: Revista de fundamentación de las Instituciones Jurídicas y de Derechos Humanos, nº 44, p. 191. 

40
 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., pp. 192-194. 

41 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

42 LUZÓN PEÑA, DIEGO MANUEL (2013): Op. cit., p. 13. 

43 ÁLVAREZ GÁLVEZ, IÑIGO (2017): Op. cit., p. 123. 
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Además, depende de la situación en concreto el hecho de que el objetor tenga en mente 

dar publicidad a su conducta para hacer llegar su creencia o convicción al mayor número 

de personas. Por lo general su finalidad no es la publicidad de su conducta44. 

Otro aspecto importante a comentar es que en la mayoría de casos el objetor pretende 

incumplir un deber o norma que ya tiene un contenido violento de por sí, como puede ser 

el deber de acudir al servicio militar (armas, muerte) o las prácticas abortivas (muerte del 

feto). Por tanto, la objeción de conciencia tiene una base pacífica, ya que de lo contrario 

se estaría contradiciendo (usar violencia para ser eximido del deber de usar violencia). 

No obstante, lo expuesto no quiere decir que el objetor no haga nunca uso de la fuerza, es 

decir, en algunos casos puede encontrarse en una situación de presión física para el 

cumplimiento de una norma, de tal manera que sea necesaria la defensa de su conciencia 

mediante el empleo de fuerza física45.  

Por último, la objeción de conciencia no se admite en los delitos comisivos en los que 

se prohíbe lesionar o poner en peligro un bien jurídico. Su inadmisibilidad en esta clase 

de delitos viene dada por tratarse de delitos activos en los que se vulnera el orden público 

protegido por la ley. No se puede proteger la conciencia de una persona que vaya dirigida 

a lesionar bienes jurídicos.  

En cambio, la objeción sí se admite en los delitos de omisión propia en los cuales el 

objetor incumple una obligación de hacer (por ejemplo, la obligación de acudir al servicio 

militar), excepto en el caso de que en la ponderación de intereses pese más el interés de 

realizar la actuación exigida que la protección de la libertad de conciencia. Lo normal es 

que los delitos de omisión propia busquen fomentar actividades positivas para la sociedad 

y para la protección de bienes jurídicos46.  

 

 

 

                                                             
44 ÁLVAREZ GÁLVEZ, IÑIGO (2017): Op. cit., pp. 124-125. 

45 ÁLVAREZ GÁLVEZ, IÑIGO (2017): Op. cit., p. 126. 

46 LUZÓN PEÑA, DIEGO MANUEL (2013): Op. cit., pp. 7-10. 
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2.3. Evolución jurisprudencial en España de la libertad y la objeción 

de conciencia 

 

La STC 15/1982, anterior a la Ley de 1984 sobre objeción de conciencia militar47, fue 

la primera sentencia que trató la libertad ideológica, religiosa y de culto del art.16.1 CE. 

El caso giraba en torno a una persona que solicitó la prórroga para la incorporación al 

servicio militar, en concreto a la Marina española en el Trozo de Melilla, alegando 

objeción de conciencia al servicio militar por motivos personales y éticos. La Junta de 

Clasificación y Revisión Jurisdiccional de la Zona Marítima del Estrecho rechazó la 

solicitud por no tratarse de objeción de carácter religioso. En los fundamentos jurídicos48, 

el Tribunal Constitucional afirmó que la libertad de conciencia se encuentra incluida 

dentro de los derechos del art.16 CE, ya que se trata de una concreción de la libertad 

ideológica. Por otro lado, destacó que la objeción de conciencia es una especificación de 

la libertad de conciencia en su dimensión externa o social (se cita como ejemplo la 

Resolución 337, de 1967, de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa49) y, por 

tanto, se trata de un derecho fundamental reconocido explícitamente en el art.30.2 CE e 

implícitamente en el art.16.1 CE.  

Además, se trató el tema de la necesidad de interpositio legislatoris para que el derecho 

a la objeción de conciencia pueda ser garantizado y desarrollado, es decir, la necesidad 

de un procedimiento regulado por el legislador para delimitar el contenido del derecho. 

El Tribunal Constitucional hizo una matización importante consistente en que los 

derechos fundamentales, incluido el de objeción de conciencia, son vinculantes pese a 

que no hayan sido desarrollados mediante ley, ya que guardan un mínimo contenido hasta 

la promulgación de la normativa reguladora50.  

                                                             
47 Ley 48/1984, de 26 de diciembre, reguladora de la Objeción de Conciencia y de la Prestación Social 

Sustitutoria (esta ley fue derogada por la Ley 22/1998, de 6 de julio, reguladora de la Objeción de 

Conciencia y de la Prestación Social Sustitutoria). 

48 STC 15/1982, de 23 de abril, FFJJ nº 6-7. 

49 Resolución de la Asamblea Consultiva del Consejo de Europa nº 337, 22ª sesión, adoptada el 26 de enero 

de 1967. 

50 PRIETO SANCHÍS, LUÍS (2006): “Libertad y objeción de conciencia” en Persona y derecho, vol. 54, p. 

260. 
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Tres años más tarde la STC 35/198551, sobre objeción de conciencia de un reservista 

militar, siguió la misma línea jurisprudencial reconociendo el derecho a la objeción de 

conciencia derivado de la libertad ideológica del art.16 CE y dotando a tal derecho de un 

mínimo contenido vinculante hasta la promulgación de una ley desarrolladora52. 

En abril de ese mismo año se dictó la STC 53/1985, sobre el recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto contra el Proyecto de la Ley Orgánica de reforma del 

artículo 417 bis del Código Penal por el cual se despenalizaba el aborto en determinados 

supuestos. Esta sentencia reafirmó la línea jurisprudencial seguida hasta ese momento: 

“La objeción de conciencia forma parte del contenido del derecho fundamental a la 

libertad ideológica y religiosa reconocido en el artículo 16.1 de la Constitución y, como 

ha indicado este Tribunal en diversas ocasiones, la Constitución es directamente 

aplicable, especialmente en materia de derechos fundamentales.”53 

Parte de la doctrina se apoya en estas sentencias para afirmar que existe un derecho 

general y constitucional a la objeción de conciencia, aunque esto no quiere decir que se 

deban proteger y reconocer todos los tipos de objeciones, ya que hay veces que los 

deberes jurídicos que chocan con la conciencia tienen prevalencia sobre el derecho a la 

libertad de conciencia54. Para este sector doctrinal, cuando una conducta derivada del 

ejercicio de la libertad de conciencia choca con una norma imperativa del ordenamiento 

jurídico, surge el derecho a la objeción de conciencia. Por tanto, la objeción deriva de un 

conflicto entre el derecho y los límites de la libertad de conciencia55. 

En 1987 la línea jurisprudencial sobre objeción de conciencia dio un vuelco muy 

importante. La STC 160/198756, sobre el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley 

48/1984, de 26 de diciembre, reguladora de la objeción de conciencia y de la prestación 

social sustitutoria, dejó claro que el derecho a la objeción de conciencia: 

                                                             
51 STC 35/1985, de 7 de marzo. 

52 Ibídem, FJ nº 2. 

53 STC 53/1985, de 18 de mayo, FFJJ nº 14 y STC 145/2015, de 25 de junio, FJ nº 4. 

54 GASCÓN ABELLÁN, MARINA FELICIA (2018): Op. cit., p. 90. 

55 PRIETO SANCHÍS, LUÍS (2006): Op. cit., pp. 264 y 265. 

56 STC 160/1987, de 27 de octubre. 
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“Se trata, pues, de un derecho constitucional reconocido por la Norma suprema en su art. 

30.2, protegido, si, por el recurso de amparo (art. 53.2), pero cuya relación con el art. 

16 (libertad ideológica) no autoriza ni permite calificarlo de fundamental.”57 

Además, la sentencia manifestó la exigencia de que el derecho a la objeción de 

conciencia fuera reconocido en cada caso para poderse acoger a él58. 

La STC 161/198759, sobre la cuestión de inconstitucionalidad contra la Ley 48/1984, 

vuelve a ratificar lo expuesto en la STC 160/1987 cuando dice que: 

“La objeción de conciencia con carácter general, es decir, el derecho a ser eximido del 

cumplimiento de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento 

contrario a las propias convicciones, no está reconocido ni cabe imaginar que lo estuviera 

en nuestro Derecho o en Derecho alguno, pues significaría la negación misma de la idea 

del Estado. Lo que puede ocurrir es que sea admitida excepcionalmente respecto a un 

deber concreto.”60  

La STC 321/199461, sobre un caso de delito contra el deber de prestación del servicio 

militar, dio un paso más y negó la posibilidad de que el recurrente pudiera ampararse en 

la libertad ideológica o en la misma objeción para eximirse del cumplimiento de la 

prestación social sustitutoria62. 

A raíz de estas sentencias, un sector de la doctrina concluye que la objeción de 

conciencia no forma parte del contenido de la libertad de conciencia y que solo se 

reconocen ciertos supuestos de objeción regulados de forma expresa. Según esta 

corriente, no existe un derecho general a la objeción de conciencia, es decir, no existe un 

derecho a ejercer cualquier tipo de conducta fundamentada en la objeción de conciencia, 

sino que existe el derecho a que tal conducta sea enjuiciada como el ejercicio de un 

derecho (derecho a la libertad de conciencia) que está en conflicto con otros derechos 

                                                             
57 Ibídem, FJ nº 3. 

58 Ibídem, FJ nº 4. 

59 STC 161/1987, de 27 de octubre. 

60 Ibídem, FJ nº 5. 

61 STC 321/1994, de 28 de noviembre. 

62 Ibídem, FJ nº 4. 
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constitucionales, cuyo resultado debe ser ponderado por un juez63. Se niegan las 

conclusiones sobre objeción de la STC 53/1985 sobre despenalización del aborto, por 

considerar que se trata de un tema demasiado específico que tiene origen en un hecho 

ilícito (si no se dan determinadas circunstancias) como es el aborto. 

La línea jurisprudencial, creada sobre todo por las sentencias de 1987, es la que se ha 

consolidado en España, dejando claras tres cosas: la Constitución no reconoce un derecho 

general a la objeción de conciencia, el legislador puede reconocer el derecho a la objeción 

de conciencia en determinados casos siempre que se regule su ejercicio mediante ley y, 

por último, el derecho a la objeción es un derecho ordinario, no fundamental64. 

El Tribunal Constitucional es cauteloso a la hora de tratar el tema de la objeción de 

conciencia porque teme que haya una explosión de casos65. El problema no es tanto 

establecer un derecho general a la objeción de conciencia sino establecer unos límites 

claros66. 

Actualmente, en nuestro ordenamiento jurídico solo se regulan la objeción de 

conciencia al servicio militar como derecho constitucional autónomo (art.30.2 CE), el 

derecho a la cláusula de conciencia (art.20.1.d CE) y la objeción de conciencia al aborto 

como supuesto derivado del derecho fundamental a la libertad ideológica del art.16.1 CE. 

Los demás supuestos de objeción se dejan a interpretación del juez, el cual debe analizar 

caso por caso67 si el supuesto en concreto tiene cobertura jurídica y, por tanto, si se puede 

reconocer. 

La mayoría de casos de objeción de conciencia que se dan en España acaban 

resolviéndose en los tribunales porque no existen leyes que regulen todos los supuestos. 

                                                             
63 PRIETO SANCHÍS, LUÍS (2006): Op. cit., p. 269. 

64 BELTRÁN AGUIRRE, JUAN LUÍS (2009): “El Ejercicio de la Objeción de Conciencia por los 

Farmacéuticos” en Revista Aranzadi Doctrinal, nº 5, p. 93 y ss. 

65 Con la proliferación de supuestos de objeción de conciencia se está perdiendo su carácter excepcional y 

cada vez hay más gente que se siente molesta con los objetores por ser personas que ponen trabas al 

funcionamiento normal del sistema jurídico. COMBALÍA SOLÍS, ZOILA (2008): Op. cit., p. 66. 

66 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 236. 

67 En Estados Unidos se conoce como balancing test o balancing process el sistema por el cual el juez 

resuelve a favor de la libertad religiosa y de conciencia si no existe ningún interés digno de protección 

preferente por parte del Estado. MARTÍNEZ-TORRÓN JAVIER Y NAVARRO VALLS, RAFAEL (1997): Las 

objeciones de conciencia en el derecho español y comparado, Madrid, Ed. McGraw-Hill, p. 28. 
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Es más, los jueces acaban utilizando su propio criterio porque no tienen una base legal 

para apoyarse y se genera una judicialización del problema. Algunos autores68 consideran 

que sería mucho más lógico que los ciudadanos pudieran actuar con una base legal que 

les aportara seguridad jurídica. 

Vivimos en una sociedad plural en cuanto a pensamiento, religión, cultura y lengua. 

Por tanto, es normal que se produzcan choques entre deberes jurídicos y la conciencia de 

las personas porque cuando el legislador crea normas se dirige a una amplia mayoría, no 

a la totalidad de la población. Es casi imposible tener un ordenamiento jurídico que sea 

compatible con la conciencia de cada una de las personas que forman nuestra sociedad. 

Por eso, ciertos autores69 apuntan que el Estado debería actuar en consecuencia adoptando 

una actitud activa en la regulación legal de los casos más recurrentes de objeción de 

conciencia y adaptar el sistema jurídico a la pluralidad de nuestra sociedad. Sobre la 

necesidad de una regulación legal de la objeción de conciencia, en concreto de la fiscal, 

hablaremos en apartados posteriores del trabajo. 

 

3. OBJECIÓN DE CONCIENCIA FISCAL 

Una vez asentadas las bases teóricas de la libertad de conciencia y de la objeción de 

conciencia en general, vamos a pasar a analizar la objeción fiscal teniendo en cuenta sus 

características principales, naturaleza jurídica, situación actual en España, argumentos a 

favor y en contra y la necesidad o no de regulación legal. 

3.1. Concepto 

Para conceptualizar a grandes rasgos la objeción fiscal70 considero acertada la 

definición de CEBRIÁ GARCÍA: 

                                                             
68 ROCA FERNÁNDEZ, MARÍA JOSÉ (2008): Opciones de conciencia. Propuestas para una ley, Valencia, Ed. 

Tirant lo Blanch, p. 63. 

69 Ibídem, p. 37. 

70 Nótese que se puede diferenciar la objeción fiscal de la objeción de conciencia fiscal porque, como ya 

veremos a lo largo del trabajo, no todos los supuestos de objeción fiscal pueden encuadrarse al cien por 

cien en la objeción de conciencia. No obstante, utilizaremos ambas formas como si fueran una misma para 

evitar repetir siempre el mismo término. 



- 20 - 
 

“Acto a través del cual el ciudadano se intenta desvincular de la financiación de gastos 

públicos contrarios a su conciencia. Consiste en la omisión del deber legal de pagar 

aquella parte de los tributos debidos al Estado o a otras organizaciones de derecho público 

destinada a financiar actividades contrarias a la conciencia de determinados 

contribuyentes.”71  

De esta definición general podemos extraer las ideas principales sobre la objeción 

fiscal que comparte la mayoría de la doctrina y que permiten hacernos una idea general 

de la materia. Lo primero que hay que tener en cuenta es que se produce un conflicto entre 

la conciencia del sujeto y el destino que se da a los impuestos y no entre la conciencia y 

la norma jurídica que obliga a pagar dicho impuesto. El objetor no está en contra del deber 

de cooperar al sostenimiento de los gastos públicos del Estado del art.31.1 CE72, porque 

el dinero impagado a la Agencia Tributaria lo destina a otros fines compatibles con su 

conciencia y, por tanto, no se trata de evasión fiscal73. 

El conflicto de fondo que subyace en la objeción fiscal es entre el principio de 

soberanía parlamentaria en la fijación del gasto público74 y la voluntad del objetor de 

destinar una parte de sus impuestos a actividades afines a su conciencia75. Es decir, el 

objetor da prevalencia a su conciencia y pretende asumir el papel de las Cortes Generales 

en la elección del destino que se da al gasto público en los Presupuestos Generales del 

Estado.  

Por tanto, podríamos afirmar que la conciencia es un elemento clave en el concepto de 

objeción fiscal puesto que esta se trata de “una opción basada en una toma de postura 

vital, movida por las ideas, que no responde a unos intereses inmediatos y concretos que 

                                                             
71 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 1. 

72 Art.31.1 CE: “Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad 

económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, 

en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.” 

73 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 240. 

74 Art.134.1 CE: “Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las 

Cortes Generales, su examen, enmienda y aprobación.” 

75 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 2 y PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 

240. 
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beneficien a quien objeta”76. Pero, como veremos más adelante, parte de la doctrina se 

aparta de esta interpretación. 

3.2. Orígenes y tipología 

La objeción fiscal tiene su origen en los Estados Unidos donde se encuentra más 

extendida. Por ejemplo, han sido casos reconocidos el de Henry David Thoreau, que en 

el siglo XIX fue encarcelado por no pagar sus impuestos durante la guerra contra México, 

y el de los contribuyentes que dejaron de pagar impuestos como el de telefonía para 

contribuir al fin de la guerra de Vietnam77. En marzo de 1977 se presentó en el Commitee 

Finance del Congreso de los Estados Unidos un proyecto de ley78 consistente en la 

legalización de un pago social sustitutorio para los objetores fiscales por motivos 

pacifistas. Proponía la creación de un fondo en el cual se mandaban todos los pagos de 

los objetores fiscales que querían que la parte correspondiente de sus impuestos a gastos 

militares fuera destinada a fines pacíficos como el desarme, la investigación de soluciones 

de conflictos no violentas, la educación o la salud79. 

En Europa, la objeción fiscal creció en la década de los 80 a raíz de la instalación de 

los euromisiles80. Se presentó en el Parlamento italiano un proyecto de ley81, firmado por 

80 diputados que consistía en legalizar la posibilidad de que en la declaración de la renta 

el contribuyente pudiera decidir entre destinar una parte de sus impuestos a gastos 

militares o a defensa civil no violenta. Además, se presentaron proyectos de ley sobre 

                                                             
76 ETXEA, BAKEAREN (1989): “La objeción fiscal: una propuesta positiva” en Libre pensamiento, nº 3, p. 6. 

77 PALOMINO LOZANO, RAFAEL (1992): “El tratamiento jurídico de la objeción de conciencia fiscal en los 

Estados Unidos” en Revista de derecho financiero y de hacienda pública, vol. 42, nº 222, p. 1273. 

78 The World Peace Tax Fund Act, de 16 de abril de 1973, 93º congreso, apoyado por tres senadores y 47 

miembros de la Cámara de Representantes. PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 241. Este proyecto 

no llegó a prosperar, pero lo analizaremos más adelante puesto que es un precedente importante para una 

futura regulación legal de la objeción fiscal. 

79 PALOMINO LOZANO, RAFAEL (1992): Op. cit., p. 1294. 

80 ARRANZ BELTRÁN, EMILIO (2010): Guía práctica de la objeción fiscal a los gastos militares, 

https://pazuela.files.wordpress.com/2010/10/objecion-fiscal-a-los-gastos-militares.pdf, Madrid, p. 13, 

(17/02/2021). 

81 Norme per l’esercizio dell' opzione fiscale in materia di spese per la difensa militare, de marzo de 1989. 

https://pazuela.files.wordpress.com/2010/10/objecion-fiscal-a-los-gastos-militares.pdf
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objeción fiscal a los gastos de defensa tanto en Alemania (1986), como en Holanda 

(1991). Todos estos proyectos fueron fallidos82.  

Por lo que respecta a España, la objeción fiscal tiene su origen en el movimiento 

promovido por la Asamblea Andaluza de No Violencia en contra de la Ley 44/198283, 

por la cual se asignaban más de dos billones de pesetas en un periodo de ocho años para 

equipar y modernizar el ejército español de igual forma que el resto de ejércitos de la 

Organización del Tratado del Atlántico Norte84 (en adelante OTAN). Desde entonces han 

surgido muchas plataformas civiles que utilizan la objeción fiscal como modo de protesta 

contra el Estado por la excesiva financiación de los gastos militares y de defensa. Después 

de la invasión de Irak en 2003, el número de objetores fiscales creció exponencialmente 

pues se intensificó el debate de la financiación de los gastos militares mediante los 

impuestos de los ciudadanos. Tal es así que el 24 de junio de 2005, el grupo parlamentario 

ERC presentó una proposición de ley sobre objeción de conciencia fiscal a los gastos 

militares85, que fue rechazada por el Congreso de los Diputados el 28 de marzo de 200686. 

En cuanto a la tipología, vemos que la gran mayoría de supuestos de objeción fiscal en 

España están relacionados con el rechazo de los gastos militares o de defensa87. Los 

objetores parten de la premisa de que el Estado destina demasiado dinero a estos gastos 

en los Presupuestos Generales del Estado y que muchas veces acaban financiando 

                                                             
82 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 242. 

83 Ley 44/1982, de 21 de julio, sobre dotaciones presupuestarias para inversiones y sostenimiento de las 

Fuerzas Armadas. 

84 PRAT, ENRIC (2006): “Movimientos por la paz: el resurgimiento. El movimiento por la paz frente a la 

economía militar” en Viento sur: Por una izquierda alternativa, nº 88, p. 33. 

85 Proposición de ley presentada por el Grupo Parlamentario de Esquerra Republicana de Cataluña relativa 

a la objeción de conciencia fiscal a los gastos militares. BOCG. Congreso de los Diputados, serie B, nº 192-

1, de 24 de junio de 2005 (nº de expediente 122/000160). 

86 Analizaremos esta proposición de ley durante el trabajo puesto que es el único intento de regulación legal 

de la objeción de conciencia fiscal en nuestro país y es un precedente a tener en cuenta si se quiere abordar 

una propuesta de lege ferenda sobre esta materia. 

87 Es cierto que han existido protestas como la de la Plataforma “Impuesto por la vida” que proponía la 

objeción fiscal para luchar contra la financiación de los gastos destinados a prácticas abortivas, pero no han 

tenido el mismo número de seguidores que la objeción fiscal a los gastos militares. En otros países ha 

habido casos de objeción fiscal a la financiación de prácticas abortivas, a la pena de muerte, a la financiación 

de la iglesia oficial (en países con iglesias de Estado), a la aseguración obligatoria (Dutch Reformed Church 

en Holanda; Christian Sciencie y la comunidad Amish en EEUU) y al pago de cuotas sindicales (Iglesia 

Adventista del Séptimo Día). CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 5. 
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armamento e infraestructuras militares utilizadas para hacer la guerra88. Los objetivos 

principales de estos objetores son cambiar la política de armamento, evitar guerras y 

luchar por la paz, pero de momento son objetivos bastante difíciles de conseguir, así que 

se establecen objetivos previos y más asequibles como concienciar a la gente de que la 

guerra no es un buen medio de solución de conflictos entre personas, sino que se necesitan 

mecanismos no violentos de solución de conflictos89.  

Por otro lado, el sector armamentista opina que para evitar la guerra y mantener la paz 

es importante invertir en defensa y en armamento, es decir, una fuerte estructura militar 

nacional puede ser disuasoria para que otros países se piensen dos veces el inicio de una 

guerra. No obstante, este sector considera que el armamentismo debe ser temporal hasta 

que los problemas internacionales puedan ser resueltos sin violencia a través de cortes de 

justicia internacionales90.  

Pese a que actualmente no tiene muchos apoyos, un caso interesante es el de los 

objetores fiscales a los gastos religiosos, los cuales plantean la siguiente cuestión: ¿por 

qué existe la posibilidad de asignación tributaria a la Iglesia Católica o a otros fines de 

interés social91 y, en cambio, no hay asignación tributaria respecto asociaciones que 

defienden la libertad de conciencia y la separación del Estado y de la Iglesia? Su respuesta 

                                                             
88 En la página web de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos se pueden consultar los 

presupuestos totales del Ministerio de Defensa durante los últimos años. En el año 2015 era de 6.853.909,25 

mil euros, en 2016 de 6.853.223,80 mil euros, en 2017 de 8.716.467,19 mil euros, en 2018 de 9.635.730,63 

mil euros y en 2021 (en 2019 y 2020 se prorrogaron los presupuestos de 2018) de 10.863.166,46 mil euros. 

Podemos ver que cada año se destina más dinero a gastos de defensa y militares, sin tener en cuenta otras 

partidas presupuestarias que guardan estrecha relación con el ejército y que, por tanto, engordan estas 

cantidades. 

https://www.sepg.pap.hacienda.gob.es/sitios/sepg/es-

ES/Presupuestos/PGE/PresupuestosEjerciciosAnteriores/Paginas/presupuestosejerciciosanteriores.aspx, 

(11/03/2021). 

89 HIGUERA, GONZALO (1984): “Objeción fiscal y ética” en Revista de Fomento Social, nº 155, pp. 300-

301. 

90 Ibídem, p. 303. 

91 Cuando hacemos la declaración del IRPF podemos decidir que un 0,7% de la cuota íntegra del impuesto 

vaya destinado como asignación tributaria a la Iglesia Católica o a actividades de interés social. También 

podemos decidir que ese porcentaje vaya tanto para la Iglesia como para las asociaciones, o bien no marcar 

ninguna opción y dejar que ese 0,7% se impute a los Presupuestos Generales del Estado con destino a fines 

generales. Información extraída de la página web de la Agencia Tributaria en 

https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/La_Agencia_Tributaria/Campanas/_Campanas_/_

comp_Renta/_INFORMACION/Ayuda/_Preguntas_frecuentes_generales_sobre_el_IRPF_/La_asignacio

n_tributaria_en_el_Impuesto_sobre_la_Renta.shtml, (17/02/2021). 

https://www.sepg.pap.hacienda.gob.es/sitios/sepg/es-ES/Presupuestos/PGE/PresupuestosEjerciciosAnteriores/Paginas/presupuestosejerciciosanteriores.aspx
https://www.sepg.pap.hacienda.gob.es/sitios/sepg/es-ES/Presupuestos/PGE/PresupuestosEjerciciosAnteriores/Paginas/presupuestosejerciciosanteriores.aspx
https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/La_Agencia_Tributaria/Campanas/_Campanas_/_comp_Renta/_INFORMACION/Ayuda/_Preguntas_frecuentes_generales_sobre_el_IRPF_/La_asignacion_tributaria_en_el_Impuesto_sobre_la_Renta.shtml
https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/La_Agencia_Tributaria/Campanas/_Campanas_/_comp_Renta/_INFORMACION/Ayuda/_Preguntas_frecuentes_generales_sobre_el_IRPF_/La_asignacion_tributaria_en_el_Impuesto_sobre_la_Renta.shtml
https://www.agenciatributaria.es/AEAT.internet/Inicio/La_Agencia_Tributaria/Campanas/_Campanas_/_comp_Renta/_INFORMACION/Ayuda/_Preguntas_frecuentes_generales_sobre_el_IRPF_/La_asignacion_tributaria_en_el_Impuesto_sobre_la_Renta.shtml
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a la pregunta es proponer la donación del 0,7% de la cuota íntegra del IRPF a una de estas 

asociaciones siguiendo el mismo procedimiento que veremos en el siguiente apartado y 

que sirve para objetar fiscalmente a los gastos militares92.  

3.3. Funcionamiento práctico 

Respecto al funcionamiento práctico de la objeción fiscal, el IRPF es el mecanismo 

más habitual. Son tres las opciones del objetor: detraer de la cuota líquida el tanto por 

ciento que el Estado destina en sus Presupuestos Generales a gastos contrarios a su 

conciencia (objeción fiscal porcentual), detraer de la cuota líquida una cantidad fija de 

dinero (objeción fiscal fija) o enviar a la Agencia Tributaria una declaración en blanco 

acompañada de una carta en la cual se haga constar el rechazo a que una parte de sus 

impuestos se emplee para financiar alguna actividad incompatible con su conciencia93. 

En la objeción fiscal fija y en la porcentual, el procedimiento es siempre el mismo: se 

rellena la declaración de la renta hasta el apartado de cuota líquida, se descuenta de la 

cuota líquida el tanto por ciento que ese año se atribuya a gastos destinados a fines 

contrarios a la conciencia del objetor (en el caso de la fija, se descuenta una cantidad fija 

de dinero), el importe descontado se hace constar como objeción fiscal en alguna casilla 

posterior que quede libre94, se acaba de rellenar la declaración de la renta y, por último, 

se informa a la Agencia Tributaria de la acción realizada solicitando que se reconozca el 

derecho a la objeción fiscal. Es muy importante adjuntar los recibos de pago conforme se 

ha ingresado el dinero descontado de la cuota líquida del IRPF a otras organizaciones 

afines a la conciencia del objetor95.  

Por otro lado, en el supuesto de la declaración en blanco lo que se busca es que la 

Administración Tributaria tenga que abrir miles de cartas con declaraciones en blanco, 

generando problemas burocráticos. Este tipo de objeción fiscal lo pueden realizar tanto 

                                                             
92 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., pp. 15-16. 

93 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 3 y PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., pp. 

252-253. 

94 Por ejemplo, en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia (en adelante TSJ) de Cantabria 271/2007, 

de 2 de abril, fundamento jurídico nº 2, el recurrente hizo constar el importe en la casilla de retenciones por 

arrendamiento de inmuebles urbanos. 

95 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 252. 
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obligados tributarios como personas que no están obligadas a declarar y que, por tanto, 

no pueden recibir una sanción tributaria por esta acción96.  

A todo esto, la respuesta de la Administración Tributaria siempre es la misma: envía 

una declaración paralela en la cual hace constar los errores de la declaración. El objetor 

puede enmendar el error y pagar (renunciando a la objeción fiscal) o recurrir ante la 

Delegación de Hacienda o directamente ante el Tribunal Económico-Administrativo 

Provincial. Si los recursos son denegados, cabe la posibilidad de interponer recurso por 

vía judicial97, pero durante todo este proceso hay que tener en cuenta que la 

Administración Tributaria puede embargar las cuentas bancarias del contribuyente para 

obtener la cantidad debida98. En el caso de que se haya practicado objeción fiscal en una 

declaración de IRPF que salga a devolver, la Administración no transferirá el dinero a la 

organización deseada por el contribuyente99. 

Pues bien, ahora que ya hemos establecido las bases de la objeción fiscal, pasaremos 

a analizar uno de los debates doctrinales más relevantes sobre la materia. 

3.4. Objeción fiscal: ¿objeción de conciencia o desobediencia civil?  

Es de capital importancia analizar si la objeción fiscal se encuadra dentro la objeción 

de conciencia100 o bien dentro de la desobediencia civil101, porque dependiendo de cuál 

sea la respuesta tendrá sentido o no plantear una propuesta de lege ferenda sobre objeción 

de conciencia fiscal. Como veremos en este apartado, la importancia radica en que la 

                                                             
96 Ibídem, pp. 252-253. 

97 La diferencia entre recurrir la decisión de la Administración Tributaria por la vía administrativa o por la 

vía judicial es que en la segunda el proceso ya no es gratuito porque se requiere de los servicios de un 

letrado. ARRANZ BELTRÁN, EMILIO (2010): Op. cit., p. 21. 

98 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 254. 

99 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): El deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los gastos 

públicos, Universitat Jaume I, Departament de Dret Públic, p. 172, 

https://www.tdx.cat/handle/10803/10429#page=1, (17/02/2021). 

100 Doctrina a favor de esta posición: CIÁURRIZ LABIANO, MARÍA JOSÉ (2012): “Deberes jurídicos y 

convicciones morales en el ordenamiento español” en Revista de derecho político, nº 85, p. 94 y PAUNER 

CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 185. 

101 Doctrina a favor de esta posición: CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 4, HIGUERA, 

GONZALO (1984): Op. cit., p. 298, IBÁN PÉREZ, IVÁN CARLOS, MONTILLA DE LA CALLE, AGUSTÍN Y PRIETO 

SANCHÍS, LUÍS (2016): Manual de derecho eclesiástico, Madrid, Ed. Trotta, p. 86 y MARTÍNEZ-TORRÓN, 

JAVIER Y NAVARRO VALLS, RAFAEL (1997): Op. cit., pp. 82-83. 

https://www.tdx.cat/handle/10803/10429#page=1
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objeción de conciencia puede ser regulada legislativamente (por ejemplo, la Ley 22/1998, 

de 6 de julio, reguladora de la Objeción de Conciencia y de la Prestación Social 

Sustitutoria) mientras que ningún caso de desobediencia civil ha sido regulado hasta la 

fecha. 

Pues bien, el desarrollo de este apartado versará sobre las diferencias entre objeción 

de conciencia y desobediencia civil mediante el análisis de sus características. Veremos 

qué aspectos encajan más con la objeción fiscal, para ver si se puede llegar a una 

conclusión sobre su encuadramiento como objeción de conciencia y/o como 

desobediencia civil. 

Me gustaría remarcar, antes de pasar al análisis de la cuestión, que la distinción de 

estas dos formas de desacato a la ley no la tendríamos que llevar a cabo si la doctrina se 

hubiera puesto de acuerdo sobre el tema y si se pudiera identificar siempre correctamente 

el caso en concreto con una de estas dos formas. 

Para empezar, suele pasar que ciertos tipos de resistencia ciudadana se confundan con 

la objeción de conciencia, como por ejemplo la desobediencia civil que, pese a tener 

puntos en común con la objeción102, se trata de una institución con objetivos diferentes. 

El objetivo del objetor es que no se le aplique una determinada norma, es decir, busca una 

excepción en el cumplimiento de la norma, mientras que el objetivo de la desobediencia 

civil es erradicar una norma y conseguir un cambio político-jurídico103. Por tanto, esta es 

la gran diferencia que deberemos tener siempre en mente para discernir de forma rápida 

ante qué supuesto estamos, aunque a veces la distinción no es tan fácil y precisa de 

conocer otros aspectos delimitadores de su significado.  

El caso de la objeción fiscal a la financiación de gastos militares o de defensa, el cual 

es el tipo de objeción fiscal más habitual en España, nos sirve para comprobar por qué no 

siempre nos podemos fiar del criterio de los objetivos para distinguir entre objeción de 

conciencia y desobediencia civil. Se pueden analizar los objetivos de la objeción fiscal 

desde dos puntos de vista distintos, pero a la vez fieles a la realidad: en la objeción fiscal 

                                                             
102 Ambas instituciones parten de la premisa de que son conductas que se oponen intencional y 

conscientemente al Derecho, sin recurrir a la violencia, en las cuales el sujeto acepta la sanción impuesta. 

FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., pp. 177-178. Además, son mecanismos de protección de 

las minorías frente a las mayorías. MUÑOZ LÓPEZ, CARLOS ANDRÉS (2015): Op. cit., p. 281. 

103 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., p. 184. 
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entendida como objeción de conciencia, el objetor pretende exonerarse del deber jurídico 

de contribuir económicamente a la financiación de determinadas actividades por ser 

contrarias a su conciencia. El objetor fiscal lleva a cabo su conducta para mantener una 

coherencia entre sus pensamientos y sus actos104. 

Por otra parte, si consideramos la objeción fiscal como un caso de desobediencia civil, 

el sujeto en cuestión busca que se produzca un cambio normativo para que ciertos gastos 

como los militares o los de defensa no sean financiados mediante gasto público105. En la 

desobediencia civil se deja a un lado la moralidad de las personas y sus creencias 

religiosas106.  

A donde quiero llegar con este planteamiento es que, según mi opinión, la objeción de 

conciencia y la desobediencia civil tienen muchas diferencias, pero a la hora de la verdad 

pueden existir casos híbridos que combinen características de ambas. Este sería el caso 

de la objeción fiscal a los gastos militares, el cual tiene tantos matices que no puede ser 

catalogado como un supuesto puro de objeción de conciencia o de desobediencia civil. 

Es más, la distinción entre objeción y desobediencia se difumina en el supuesto de la 

objeción fiscal porque, al no estar regulado ni reconocido por el ordenamiento jurídico, 

se considera como un mero incumplimiento normativo107. 

Aunque se den casos de objeción fiscal en los que el contribuyente lo que pretende es 

movilizar la opinión pública para que se hable de la injusticia de ciertas leyes y de la 

necesidad de cortar la financiación pública a los gastos militares, no podemos dejar a un 

lado el papel que juega la conciencia108, porque aunque en estos casos se aleguen motivos 

políticos, muchas veces subyace en el fondo un problema de conciencia109. En el supuesto 

                                                             
104 ARRANZ BELTRÁN, EMILIO (2010): Op. cit., p. 29. 

105 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 2. 

106 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., pp. 179-180. 

107 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 180. 

108 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (2005): “Las objeciones de conciencia de los católicos” en Revista General 

de Derecho Canónico y Derecho Eclesiástico del Estado, nº 9, p. 21. 

109 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 187. Discrepo con Higuera (HIGUERA, GONZALO (1984): 

Op. cit., p. 298) cuando dice que en la desobediencia civil se produce un choque con el destino que se da a 

los impuestos. Yo me pregunto, ¿en la desobediencia civil qué es lo que choca con el destino de los 

impuestos? Si la respuesta, como han afirmado otros autores, es considerar que este destino es “injusto”, 

¿no estaríamos refiriéndonos a una injusticia para nuestra propia conciencia? Además, si la objeción fiscal 

fuera un caso puro de desobediencia civil en la que no tiene cabida la conciencia de las personas, ¿por qué 

https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=5679
https://dialnet.unirioja.es/servlet/revista?codigo=5679
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de la objeción fiscal a los gastos militares, los contribuyentes tienen una ideología 

pacifista y antimilitarista y lo que quieren no es solo concienciar a la gente de que la 

guerra no es un buen medio para solucionar conflictos, sino también que se les exonere 

de cumplir el deber de pagar impuestos que a su vez van destinados a financiar actividades 

militares. Por tanto, es este destino el que choca con la conciencia del contribuyente y el 

que justifica que la objeción fiscal a gastos militares sea en parte un caso de desobediencia 

civil y por otra parte un caso de objeción de conciencia. 

Si profundizamos en las características de ambas instituciones, apreciamos que la 

objeción es un acto individual sin preparación en el cual el objetor puede decidir no 

revelar públicamente cuáles son sus motivos de conciencia, mientras que la desobediencia 

es un acto organizado por una serie de personas en el que el objetivo principal es hacer 

públicos los motivos de desobediencia para generar debate y opinión en la sociedad110. 

Dependiendo del caso, el objetor fiscal puede actuar de forma individual reservándose 

sus motivos de conciencia y evitando la publicidad de su conducta o bien asociándose 

con otros objetores para hacer llegar su mensaje a un público más amplio111. Una vez 

más, vemos que la objeción fiscal no se puede encasillar en un supuesto concreto. 

Otro debate interesante es el que proponen los defensores de la objeción fiscal como 

supuesto de desobediencia civil, los cuales afirman que la objeción fiscal consiste en el 

incumplimiento de una prestación material (dineraria), no personal112. Este es el rasgo 

que la diferenciaría de otros supuestos de objeción de conciencia como la relativa al 

servicio militar en la que se objeta una prestación personal, es decir, el acto de acudir al 

ejército. No obstante, otra parte de la doctrina opina que para la conciencia de una persona 

el hecho de pagar impuestos puede ser tanto cooperación indirecta como directa a la 

financiación de gastos militares y, por tanto, no tendríamos que tener en cuenta la 

distinción entre prestación material o personal113.  

                                                             
la mayoría de objetores fiscales se amparan en el art.16.1 CE y en las STC 15/1982 y 53/1985 para 

fundamentar sus pretensiones? 

110 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., pp. 180-181. 

111 Puede pasar que diferentes objetores con el mismo problema se unan formando una minoría que poco a 

poco vaya transformándose en desobediencia civil. FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., p. 179. 

112 MARTÍNEZ-TORRÓN JAVIER Y NAVARRO VALLS, RAFAEL (1997): Op. cit., p. 83. 

113 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 241. 
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Una última diferencia a remarcar es que el objetor de conciencia incumple una norma 

concreta que choca con su conciencia por lo que no puede haber objeción indirecta, 

mientras que en la desobediencia puede suceder que se incumpla una norma para mostrar 

disconformidad con otra segunda norma (desobediencia civil indirecta)114. Si nos ceñimos 

a esta diferenciación, la objeción fiscal encajaría más con la desobediencia civil porque 

el objetor fiscal no rechaza la norma tributaria que le obliga a pagar el IRPF, sino que 

rechaza el destino que se la da a una parte de sus impuestos115.  

No obstante, para PAUNER CHULVI
116, la objeción fiscal no es un caso de desobediencia 

civil porque el objetor fiscal no incumple la norma tributaria, sino que hace una 

interpretación incorrecta de esta. En otras palabras, el objetor fiscal no busca dejar de 

pagar impuestos sino desviar la parte que corresponde a gastos militares a organizaciones 

pacifistas y de interés social. 

Para cerrar este apartado me gustaría hacer referencia a MARTÍNEZ-TORRÓN
117 cuando 

establece dos requisitos para poder hablar de la objeción fiscal como un verdadero 

supuesto de objeción de conciencia: que existan verdaderos motivos de conciencia para 

que el objetor deje de pagar una parte de sus impuestos y que haya una relación directa 

entre el hecho de pagar impuestos y las actividades militares. Como veremos más adelante 

en el trabajo, cuando hablemos de los argumentos en contra de la objeción fiscal, los 

objetores fiscales no han sido capaces de fundamentar del todo esta relación ante los 

tribunales, y esto ha hecho que la objeción fiscal se vea más como un caso de 

desobediencia, el cual no puede ser reconocido.  

A modo de conclusión, considero que el hecho de que la objeción fiscal a los gastos 

militares no sea un caso de objeción de conciencia clásico y puro en cuanto a sus 

características, es una de las respuestas a la cuestión de por qué el Estado no ha regulado 

todavía la objeción fiscal. Ahora bien, esto no quiere decir que no sea posible su 

                                                             
114 FALCÓN Y TELLA, MARÍA JOSÉ (2001): Op. cit., p. 183. 

115 IBÁN PÉREZ, IVÁN CARLOS, MONTILLA DE LA CALLE, AGUSTÍN Y PRIETO SANCHÍS, LUÍS (2016): Op. cit., 

p. 82. 

116 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 185. 

117 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): La libertad religiosa y de conciencia ante la justicia constitucional, 

Granada, Ed. Comares, pp. 721-722. 
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regulación legislativa siempre y cuando se fundamente tal necesidad. De ello hablaremos 

más adelante en uno de los apartados del trabajo.  

3.5. Debate doctrinal y jurisprudencial sobre la objeción de 

conciencia fiscal en España. Situación actual en el ordenamiento 

jurídico 

 

La situación actual de la objeción de conciencia fiscal en España no deja margen a 

muchas dudas, ya que hay ciertos hechos que han quedado acreditados: no se reconoce 

constitucionalmente118 ni ha prosperado ninguna propuesta de ley sobre la materia119, no 

se reconocen exenciones en el pago de tributos por motivos de conciencia, ni tampoco 

deducciones a la cuota de un impuesto por esos mismos motivos, todos los casos de 

objeción de conciencia fiscal que han llegado a los tribunales españoles son en relación 

al gasto militar y todos han sido rechazados siguiendo la línea jurisprudencial de la STC 

160/1987120. Sin embargo, esto no quiere decir que no haya argumentos para tener 

esperanza sobre una futura legalización.  

En este apartado vamos a ver cuáles son los razonamientos que la doctrina y la 

jurisprudencia usan para rechazar el derecho a la objeción de conciencia fiscal y cuáles 

son las razones a favor de su reconocimiento. 

 

 

                                                             
118 Se propusieron enmiendas a la Constitución Española, presentadas en el Senado, que defendían la 

creación de un cuarto apartado para el art.16 referente al reconocimiento del derecho a la objeción de 

conciencia en general. No obstante, fueron rechazadas: Voto particular nº 79 (enmienda nº 17), del Grupo 

Parlamentario Progresistas y Socialistas Independientes: “4. Queda garantizado el derecho a la objeción de 

conciencia, que se ejercerá, en cada caso, con arreglo a lo que disponga la ley.” y voto particular nº 80 

(enmienda nº 452), de don Lluis María Xirinacs Damians: “4. Se reconoce el derecho a la objeción de 

conciencia.” 

119 Al no estar regulado, los contribuyentes no pueden dejar de pagar sus impuestos y adoptar otras 

alternativas porque esto va en contra del principio presupuestario de no afectación de ingresos a gastos 

(art.27.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, en adelante LGP) por el cual los 

ingresos se tienen que destinar de forma global e indistinta a la cobertura de los gastos públicos. Art.27.3 

LGP: “Los recursos del Estado, los de cada uno de sus organismos autónomos y los de las entidades 

integrantes del sector público estatal con presupuesto limitativo se destinarán a satisfacer el conjunto de sus 

respectivas obligaciones, salvo que por ley se establezca su afectación a fines determinados.” No obstante, 

este principio tiene excepciones como la asignación tributaria a la Iglesia Católica o a otros fines de interés 

social. Entonces, ¿por qué no podría haber otras excepciones? 

120 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., pp. 15-16. 
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3.5.1. Razonamientos en contra 

 

3.5.1.1. Rechazo internacional 

En primer lugar, en el plano internacional, el Comité de Derechos Humanos de 

Naciones Unidas121 sostiene que la práctica de no pagar una parte de los impuestos 

correspondiente a los gastos militares no es un derecho que se encuentre amparado por el 

art.18 PIDCP. Por su parte, la jurisprudencia estadounidense y la italiana tampoco lo 

reconocen y en Francia se reconoció a nivel administrativo la objeción fiscal a la 

financiación de prácticas abortivas, pero no a nivel contencioso122.  

3.5.1.2. Principio de soberanía parlamentaria en la fijación del gasto 

público 

En España, uno de los argumentos más recurrentes para criticar la objeción de 

conciencia fiscal es el de la vulneración de este principio123. La STC 71/1993124 establece 

que el art.16.1 CE no permite que se adopten alternativas al deber de sostener los gastos 

públicos del art.31 CE, ya que de lo contrario cada contribuyente podría destinar donde 

quisiera una parte de sus tributos por razón de su ideología. De esta manera se iría en 

contra del Estado social y democrático de Derecho que establece la Constitución, en el 

cual el examen, enmienda y aprobación de los Presupuestos Generales del Estado 

corresponde a las Cortes Generales (art.134.1 CE) y son los ciudadanos quienes votan a 

los partidos políticos, que son los que acaban determinando los Presupuestos125.  

Por tanto, el legislador teme que una regulación amplia del derecho a la objeción de 

conciencia acabe lastrando el funcionamiento del Estado, ya que supondría que cada 

ciudadano pudiera objetar el cumplimiento de un deber jurídico por motivos personales 

                                                             
121 Comité de Derechos Humanos, 43° período de sesiones, comunicación nº 446/1991, de 7 de noviembre 

de 1991, Caso J.P. vs. Canadá. 

122 Jefatura de Servicios Fiscales de Aix-en-Provence, mayo de 1990, y caso Collet vs. Ulsaft du Bas-Rhin, 

de 13 de diciembre de 1990, en PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 242. 

123 Por ejemplo, la STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010, de 22 de enero de 2013, FJ nº 2. 

124 STC 71/1993, de 1 de marzo, FJ nº 3. 

125 En este sentido se pronuncia RODRÍGUEZ BEREIJO, ÁLVARO (2005): “El deber de contribuir como deber 

constitucional. Su significado jurídico” en Civitas. Revista española de derecho financiero, nº 125, p. 5 y 

la STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010, FJ nº 2. 
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de conciencia126. Además, si cada persona pudiera escoger el destino de sus impuestos127, 

sería imposible alcanzar el bien común, porque todo el mundo miraría por sus gustos e 

ideologías particulares y habría gente que decidiría objetar respecto a gastos tan delicados 

como los de sanidad o educación128.  

3.5.1.3. Relación causal 

Otro de los argumentos más utilizados en contra de la objeción de conciencia fiscal es 

el de la falta de relación real y directa entre el hecho de pagar impuestos y la actividad 

militar en cuestión129. Si se llegara a la conclusión de que existe esta relación, entonces 

se debería proteger la objeción fiscal de la misma manera que se protege la objeción de 

conciencia al servicio militar. El problema es que es difícil encontrar tal conexión por 

diversos motivos: en primer lugar, en el sistema tributario español no existen impuestos 

finalistas que financien expresamente ciertos gastos130. Además, los impuestos son 

tributos que se pagan sin recibir una contraprestación, es decir, no pagamos impuestos a 

cambio de servicios públicos, sino que pagamos impuestos porque tenemos capacidad 

económica para pagarlos131.  

Otro aspecto a tener en cuenta es que los gastos públicos no se financian solo con 

impuestos sino con tributos, deuda e incremento de la masa monetaria. El equilibrio 

presupuestario no es la regla que rige en la Hacienda actual, ya que el Estado puede gastar 

más de lo que ingresa y endeudarse para financiar sus proyectos. Es más, el Estado 

durante los últimos años ha conseguido más dinero mediante la deuda pública que 

mediante los impuestos, porque la recaudación de estos siempre es una medida impopular, 

aunque sirva para controlar la inflación. Entonces, podríamos preguntarnos si los gastos 

                                                             
126 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., pp. 183-184. 

127 En la mayoría de recursos interpuestos ante tribunales por resoluciones contrarias a la práctica de la 

objeción fiscal, se invoca el art.16.1 CE. Lo que se plantea en el fondo es “el derecho de los contribuyentes 

y no sólo del parlamento o de las autoridades públicas a fijar el destino de lo recaudado a los 

contribuyentes”, es decir, se plantea “el derecho a la afectación fiscal, a dar a los propios impuestos, al 

menos los directos, un destino preciso”. GONZÁLEZ DEL VALLE, JOSÉ MARÍA (2002): Derecho eclesiástico 

español, Madrid, Ed. Civitas, p. 268. 

128 HIGUERA, GONZALO (1984): Op. cit., p. 299. 

129 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 4. 

130 Ibídem, p. 19. 

131 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 274. 
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militares se financian más con deuda pública en vez de con impuestos como el IRPF y 

también si este impuesto es o no es el adecuado para llevar a cabo la objeción fiscal al 

tratarse de un impuesto progresivo que se centra en la redistribución de la renta132. En 

conclusión, no podemos decir que parte de nuestros impuestos se destinen a financiar 

ciertos gastos porque los gastos se deciden independientemente de la recaudación del 

IRPF133. 

El dinero que va destinado a gastos militares no se determina en función del volumen 

de recaudación tributaria, ya que el hecho de recaudar menos dinero no significa que se 

vaya a destinar menos dinero a gastos militares e igual a la inversa. Por tanto, los objetores 

fiscales llevan a cabo un “autoengaño” por cuanto la reducción en el pago del IRPF 

proporcional a los gastos militares no se traduce en una nula participación en estos gastos 

en los Presupuestos Generales del Estado134. Es más, el objetor fiscal, al desviar una parte 

de la cuota líquida del IRPF a organizaciones pacifistas o de interés social, no 

predetermina el destino de sus impuestos135, sino que deja de pagar dinero136 porque 

supone una deducción del cien por cien en la cuota. La única forma de asegurarse que con 

tu dinero no se financian gastos militares es dejando de pagar impuestos en su totalidad137.   

Otro problema para poder encontrar una relación entre el pago de impuestos y su 

destino es que el fin de un impuesto no es una característica fundamental para ver si es 

justo o no. Gran parte de los impuestos financian actividades que pueden considerarse 

inmorales por parte de un sector de la población. Por tanto, no se tiene en cuenta el fin 

                                                             
132 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 20. 

133 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., pp. 275-276. 

134 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2011): Op. cit., p. 335. 

135 STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010, FJ nº 2: los objetores fiscales se equivocan al decir que 

deduciéndose una parte de la cuota líquida del IRPF dejan de contribuir a la financiación de gastos de 
defensa o militares, ya que no tienen en cuenta el principio presupuestario de universalidad por el cual “es 

el conjunto de los ingresos el que debe cubrir el conjunto de los gastos”. En consecuencia, MARTÍNEZ-

TORRÓN (MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., pp. 724-725) considera que la objeción de 

conciencia fiscal no consiste en objetar a un impuesto en concreto, sino en objetar al sistema fiscal en su 

conjunto.  

136 En la objeción fiscal “al detraer un porcentaje del impuesto, no se está produciendo una correlativa 

disminución de los gastos militares, sino simplemente una minoración de los ingresos tributarios, que tienen 

un destino universal.” IBÁN PÉREZ, IVÁN CARLOS, MONTILLA DE LA CALLE, AGUSTÍN Y PRIETO SANCHÍS, 

LUIS (2016): Op. cit., p. 82. 

137 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., pp. 728-729. 
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del impuesto para valorar si es justo o no, se tiene en cuenta que el impuesto esté recogido 

en una ley válida y vigente. La obligación de pagar tributos es independiente del destino 

que se da a los tributos138.  

3.5.1.4. Libertad de conciencia 

Es abundante la jurisprudencia que rechaza la objeción de conciencia fiscal como 

supuesto derivado de la libertad ideológica y de conciencia del art.16.1 CE. Por ejemplo, 

la STSJ de Cantabria 271/2007139 afirma que “no cabe ampararse en la libertad ideológica 

para pretender que se reconozca una excepción al cumplimiento del deber general de 

contribuir al sostenimiento de los gastos públicos, ni la adopción de formas alternativas a 

este deber.” Además, la STC 71/1993140 añade que el art.16.1 CE no es suficiente para 

ejercer un eventual derecho a la objeción de conciencia fiscal141 amparándose en la STC 

160/1987.  

3.5.1.5. Distinción con la objeción de conciencia al servicio militar 

La jurisprudencia se ha encargado de limitar el art.30.2 CE a la objeción al servicio 

militar, ya que es inviable utilizar este artículo para amparar un eventual derecho a 

excepcionar el cumplimiento del deber de contribuir al sostenimiento de los gastos 

públicos del art.31 CE142. En este sentido, la Resolución del Tribunal Económico-

Administrativo Foral (en adelante TEAF) de Navarra, de 27 de noviembre de 2006143, 

establece que: 

“La defensa nacional es un deber genérico que afecta a todos los nacionales y que no 

queda reducido al campo de lo estrictamente militar” y lleva a cabo la siguiente 

                                                             
138 MARÍN BENÍTEZ, GLORIA (2017): “El Derecho Tributario y la moral. Límites de la autonomía privada 
en el ámbito tributario. (A propósito de la STS de 19 de julio de 2016)” en Actualidad jurídica Uría 

Menéndez, nº 47, pp. 33-34. 

139 STSJ de Cantabria 271/2007, de 2 de abril, FJ nº 3. 

140 STC 71/1993, de 1 de marzo, FJ nº 2. 

141 Otras sentencias que siguen esta línea son la sentencia del Tribunal Supremo (en adelante STS) 

547/1988, de 11 de mayo, FJ nº 3 y la STSJ de Galicia 765/1994, de 9 de junio, FJ nº 3: el derecho a la 

libertad ideológica del art.16.1 CE es independiente del destino que el Estado da a los ingresos tributarios. 

Este destino se rige por el principio de generalidad del art.31 CE. 

142 STC 71/1993, de 1 de marzo, FJ nº 3 y STS 547/1988, de 11 de mayo, FJ nº 2. 

143 Resolución del TEAF de Navarra, de 27 de noviembre de 2006, FJ nº 3. 
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diferenciación: “(…) una cosa son las concretas obligaciones militares que hasta el 

presente han existido (prestaciones forzosas de actividad de carácter personal) y otra el 

genérico deber de la defensa, que, bajo la dirección del Gobierno, corresponde a todos 

los ciudadanos. (…) Pero lo que no cabe es exonerar del genérico deber de la defensa 

nacional, traducido aquí en la obligatoria participación (mediante la correspondiente 

prestación de contenido económico en que el Tributo consiste) en el levantamiento de las 

cargas públicas y, más precisamente, entre ellas las que los ahora recurrentes pretenden 

eludir.” 

Por su parte, la STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010144 fundamenta esta 

diferenciación en que el art.30.2 CE excepciona el cumplimiento de una prestación 

personal mientras que en la objeción de conciencia fiscal la norma jurídica que se objeta 

es material, es decir, es de dar una cantidad dineraria145. 

3.5.1.6. Principio de generalidad 

El deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos del art.31.1 CE suele 

utilizarse como argumento general para desacreditar la objeción de conciencia fiscal 

porque se considera que los objetores fiscales no contribuyen de igual manera que el resto 

de ciudadanos146. Por ejemplo, la STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010 establece 

que, en virtud del principio de generalidad, todos tenemos que contribuir al sostenimiento 

de los gastos públicos generales, incluidos los de defensa. 

Respecto la obligación de los ciudadanos de respetar y cumplir este principio, la STC 

76/1990147 expone que: 

“La recepción constitucional del deber de contribuir configura un mandato que vincula 

tanto a los poderes públicos como a los ciudadanos e incide en la naturaleza de la relación 

tributaria. (…) Para los ciudadanos este deber constitucional implica (…) una situación 

de sujeción y de colaboración con la Administración tributaria en orden al sostenimiento 

                                                             
144 STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010, FJ nº 2. 

145 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 4. 

146 También se alega una vulneración del art.14 CE porque los objetores son ciudadanos que, teniendo la 

misma capacidad económica, acaban contribuyendo de manera diferente. PAUNER CHULVI, CRISTINA 

(2000): Op. cit., p. 183. 

147 STC 76/1990, de 26 de abril, FFJJ nº 3-9. 



- 36 - 
 

de los gastos públicos cuyo indiscutible y esencial interés público justifica la imposición 

de limitaciones legales al ejercicio de los derechos individuales.”  

Por tanto, la Administración se encuentra en una situación de superioridad sobre los 

contribuyentes y les puede exigir el cumplimiento de sus obligaciones fiscales. 

3.5.1.7. Incidencia en la conciencia 

Este es un argumento muy controvertido que ha sido criticado por un amplio sector de 

la doctrina. Parte de la base de que es el Estado quien decide sobre el gasto y que la 

obligación de pagar impuestos no tiene una incidencia importante en la conciencia de los 

contribuyentes148. La STSJ de la Comunidad Valenciana 420/2010 (FJ nº 2) establece lo 

siguiente: 

“La recaudación tributaria que contribuye a tal sostenimiento no conlleva una inmisión 

en el ámbito personal tan intensa que justifique una objeción equiparable a la reconocida 

en el art. 30.2. (…) Por lo que la exigencia del IRPF a quien hoy recurre hay que 

calificarla de inmisión limitada en su libertad de conciencia y proporcionada con la 

necesaria salvaguarda de otros fines constitucionalmente dignos de protección.”  

En esta misma línea, la Comisión de Derechos Humanos del Consejo de Europa149 

llega a la conclusión de que la obligación de pagar impuestos es neutral y no tiene 

incidencia en el plano de la conciencia, ya que el contribuyente no decide a qué se 

destinan sus impuestos.  

Ahora bien, mi opinión se acerca más a la postura de que ni el Estado ni los Tribunales 

pueden decidir qué grado de incidencia tienen las cosas en nuestra conciencia, ya que son 

incompetentes para inmiscuirse en nuestro fuero interno (libertad absoluta de formación 

interna de la conciencia). Una cosa es que la potestad para decidir a qué se destinan 

nuestros impuestos sea del gobierno y que los ciudadanos no podamos disminuir 

voluntariamente los impuestos que pagamos y otra cosa bien distinta es que los tribunales 

                                                             
148 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 719. 

149 Decreto sobre admisibilidad de la demanda 10358/1983, de 15 de diciembre, caso de un cuáquero, y 

Decreto sobre admisibilidad de la demanda 14049/88, de 4 de noviembre de 1989, caso de un ciudadano 

francés que objeta fiscalmente a la financiación de abortos, en PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 

244. 
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puedan decidir que la obligación de pagar impuestos no es una obligación que tenga 

incidencia en nuestra conciencia por tratarse de una “obligación neutral”150. 

3.5.1.8. Objeción fiscal como supuesto de desobediencia civil 

El hecho de que la mayoría de objetores fiscales pertenezcan a grupos pacifistas y 

antimilitaristas provoca que sean vistos como revolucionarios que van detrás de cambios 

políticos sin una clara razón de conciencia. Para HIGUERA
151: 

“El movimiento de la objeción fiscal en España, como también sucede en otras fronteras, 

tiene un marcado matiz ideológico y político que perjudica su credibilidad. Lo propugnan 

preferente y hasta exclusivamente movimientos de marcada tendencia izquierdista y 

unilateral de desarme.”  

Además, los autores que asocian la objeción fiscal con la desobediencia civil 

consideran que la colaboración del objetor a gastos militares es indirecta y que su 

principal objetivo es movilizar a la opinión pública para que se hable de la injusticia de 

ciertas leyes y de la necesidad de cortar la financiación pública a los gastos militares152. 

Incluso algunos partidos políticos utilizan la objeción fiscal como modo de propaganda 

electoral. Por ejemplo, en 2011, la asociación catalana Òmnium Cultural proponía la 

objeción fiscal “como paso firme hacia la independencia económica”153. 

3.5.1.9. Asignación tributaria a la Iglesia Católica 

Un argumento muy utilizado por los simpatizantes de la objeción de conciencia fiscal 

es que no puede ser que exista un supuesto como el de la asignación tributaria en el IRPF 

a la Iglesia Católica y a otros fines de interés social, pero no exista un mecanismo parecido 

para apoyar a asociaciones pacifistas. La resolución del TEAF de Navarra, de 27 de 

noviembre de 2006154, afirma que la asignación tributaria a la Iglesia Católica o a otros 

fines de interés social es un caso diferente al de la objeción fiscal, porque en el primer 

                                                             
150 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 10. 

151 HIGUERA, GONZALO (1984): Op. cit., p. 304. 

152 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (2005): Op. cit., p. 21. 

153 FERNÁNDEZ, ANTONIO (2011): Acusan a Omnium Cultural de ser “el ariete político de CiU a cambio 

de subvenciones”, Barcelona, https://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2011-08-03/acusan-a-

omnium-cultural-de-ser-el-ariete-politico-de-ciu-a-cambio-de-subvenciones_421980/, (21/02/21). 

154 Resolución del TEAF de Navarra, de 27 de noviembre de 2006, FJ nº 3. 

https://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2011-08-03/acusan-a-omnium-cultural-de-ser-el-ariete-politico-de-ciu-a-cambio-de-subvenciones_421980/
https://www.elconfidencial.com/espana/cataluna/2011-08-03/acusan-a-omnium-cultural-de-ser-el-ariete-politico-de-ciu-a-cambio-de-subvenciones_421980/
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caso no se detrae ninguna cantidad de dinero de otra partida presupuestaria mientras que 

en el segundo se pretende detraer dinero de la partida de gastos del Ministerio de Defensa. 

MARTÍNEZ-TORRÓN
155 comparte esta postura ya que para él el mecanismo de 

asignación tributaria a la Iglesia Católica en el IRPF no puede ser la solución para 

legalizar la objeción fiscal porque no se trataría de lo mismo. La asignación tributaria a 

la Iglesia sirve para saber cuánto dinero se le concede cada año, es decir, no se desvían 

fondos de otras partidas presupuestarias como en el caso de la objeción fiscal.  

3.5.1.10. Otros argumentos 

Para terminar, hay argumentos bastante específicos en contra de la objeción de 

conciencia fiscal como pueden ser los problemas que surgen al calcular el importe que se 

objeta en función de los Presupuestos Generales del Estado. Hay que tener en cuenta que 

en este cálculo solo se tiene en cuenta la cantidad de dinero que se dispone en la partida 

presupuestaria pero no se tiene en cuenta lo que se gasta en realidad. Además, la 

Administración puede ocultar gastos militares en partidas que aparentemente son civiles, 

como por ejemplo en industria, en financiación de la OTAN o en organismos 

autónomos156. 

Otro argumento en contra es que los objetores fiscales vulneran principios y normas 

tributarias, hecho que no ocurre en otros casos de objeción de conciencia. La STSJ de la 

Comunidad Valenciana 420/2010 (FJ nº 2) recuerda que los derechos fundamentales no 

son absolutos y que el reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia fiscal por 

motivos pacifistas supondría poner en peligro otros derechos protegidos por la 

Constitución como los del art.8.1 CE (salvaguarda del ordenamiento constitucional por 

las Fuerzas Armadas) y del art.30 CE (derecho y deber de los españoles a defender 

España). 

Como último punto, me parece muy interesante la reflexión de MARTÍNEZ-TORRÓN
157 

cuando afirma que, si los objetores fiscales buscan la reducción o erradicación de los 

gastos militares, su objetivo debería ser modificar estos gastos y no la norma tributaria. 

                                                             
155 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 730. 

156 CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., pp. 9-16. 

157 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 731. 
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En otras palabras, no serviría de nada que el Estado legalizara la objeción fiscal, pero 

mantuviera la potestad para determinar la cantidad de dinero destinada a gastos militares. 

En este caso los ciudadanos seguirían contribuyendo de la misma manera a los gastos 

militares que antes de la legalización de la objeción fiscal, con la única particularidad que 

también contribuirían a un fondo destinado a gastos sociales (la contribución que se haría 

a este fondo sería muy pobre porque se trataría de un porcentaje pequeño del IRPF, el 

cual a su vez abarca normalmente menos de un 10% del PIB).  

3.5.2. Razonamientos a favor 

No es abundante la doctrina que ve con buenos ojos una futura legalización de la 

objeción de conciencia fiscal, mientras que el sector doctrinal que sí está a favor no se 

pone de acuerdo en qué argumentos deberían ser los principales para encabezar dicha 

propuesta. 

En el ámbito internacional, lo único rescatable es el artículo 16 del Report of the 

Committee on Civil Liberties and Internal Affairs on conscientious objection in the 

Member States of the Community158 el cual afirma que el derecho fundamental a la 

objeción de conciencia incluye las contribuciones fiscales y pide a los Estados Miembros 

de la Unión Europea que elaboren una respuesta para aquellas personas que se vean 

forzadas en contra de su conciencia a financiar el sistema militar mediante el presupuesto 

nacional. 

En España, uno de los argumentos para apoyar la objeción de conciencia fiscal gira en 

torno a esta pregunta159: ¿por qué se puede objetar en conciencia al deber jurídico de 

realizar el servicio militar amparándose en la libertad de conciencia, pero en cambio no 

se puede objetar en conciencia al pago de impuestos que se destinan para financiar el 

ejército y el armamento de guerra? El motivo de conciencia para objetar la participación 

                                                             
158 Report of the Committee on Civil Liberties and Internal Affairs on conscientious objection in the Member 

States of the Community, Parlamento Europeo, de 3 de diciembre de 1993, A3-0411/93. Art.16: “Considers 

that this fundamental right of conscientious objection also relates to tax contributions and calls therefore 

on the Member States to draw up a reply to the conscientious objections of people who are forced to support 

the military system through the national budget.” 

159 Otra pregunta interesante es la siguiente: ¿Por qué solo se aplican los principios de afectación impositiva 

y capacidad económica para la recaudación de impuestos y, en cambio, no se utiliza el principio del 

beneficio por el cual los ciudadanos pagan impuestos en función del beneficio que obtienen de la actuación 

pública? CEBRIÁ GARCÍA, MARÍA DOLORES (2011): Op. cit., p. 21 y PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. 

cit., p. 250. 
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en el servicio militar es el mismo que para objetar la financiación económica del ejército. 

Un objetor que se negara a ir al servicio militar, pero que aceptara sustentar 

económicamente con sus impuestos los gastos militares, sería incoherente desde una 

perspectiva moral160. Por tanto, para una persona puede ser igual de nocivo para su 

conciencia el hecho de participar en el servicio militar que el hecho de financiar mediante 

sus impuestos al ejército español. 

Otro argumento lo podemos encontrar en la STSJ de la Comunidad Valenciana 

420/2010 (FJ nº 1) en la cual el objetor alega que no pretende dejar de ingresar dinero a 

Hacienda para quedárselo (evasión fiscal) sino que el dinero deducido por objeción fiscal 

lo ha destinado a una organización antimilitarista161. En consecuencia, respecto a la 

vulneración del principio de generalidad del sistema tributario del art.31 CE, los objetores 

fiscales no buscan evadir impuestos sino poder escoger el destino de una parte de sus 

impuestos para así evitar el conflicto de conciencia que supone pagar impuestos que 

acaban financiando causas militares. Es decir, los objetores fiscales acaban 

desembolsando el mismo dinero que hubieran tenido que desembolsar si no hubieran 

objetado162.  

En cuanto a la vulneración del principio de igualdad del art.14 CE, los objetores 

fiscales alegan que son ellos los que deberían plantear esta vulneración, ya que no se les 

reconoce el derecho a oponerse a la financiación de causas militares. Además, niegan el 

incumplimiento del deber de defensa del art.30 CE porque la defensa de un país también 

se puede plantear desde un modelo civil no militarizado y recuerdan que, en virtud de la 

STC 53/1985, la objeción de conciencia queda amparada por el art.16.1 CE 

independientemente de que se haya regulado o no, es decir, puede invocarse la objeción 

de conciencia, aunque no esté reconocida de forma expresa en el ordenamiento jurídico. 

Al Estado le interesa que la objeción fiscal sea vista como un caso de desobediencia 

civil y no un caso de objeción de conciencia porque de lo contrario se podría justificar la 

necesidad de legislación en materia de objeción fiscal debido a su similitud a la objeción 

                                                             
160 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 184. 

161 El objetor también destaca que lleva exteriorizando de forma pública su ideología pacifista durante 

muchos años (participando en asociaciones antimilitaristas y en campañas pacifistas). 

162 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 190. 
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de conciencia al servicio militar, que sí está regulada mediante ley163. En otras palabras, 

se asegura que no se produzca un emparejamiento de la objeción al servicio militar y de 

la objeción fiscal, lo cual podría generar que las soluciones legislativas establecidas para 

la primera se aplicaran en la segunda164. 

Para finalizar este apartado, vamos a analizar dos resoluciones actuales que han 

cambiado el modo de ver la objeción de conciencia fiscal en España y que dan luz a un 

posible reconocimiento de este derecho. 

3.5.2.1. STSJ de Cataluña 206/2006. Caso Joan Surroca 

Joan Surroca i Sens fue un diputado del parlamento de Cataluña que formaba parte del 

grupo parlamentario PSC-Ciutadans pel Canvi y que, además, era miembro de diversas 

organizaciones no gubernamentales y pacifistas como Justicia i Pau. En 1998 se dedujo 

109.792 pesetas de la liquidación provisional del IRPF en concepto de objeción fiscal a 

gastos de defensa. Esta cantidad resultaba de reducir un 4,8% a la cuota líquida derivada 

de la liquidación provisional por tratarse del porcentaje que el Estado destinaba de sus 

presupuestos generales a gastos militares. Ahora bien, como serio objetor fiscal destinó 

ese dinero a dos organizaciones pacifistas y aportó, junto a la liquidación provisional, los 

justificantes de estos pagos a la Administración Tributaria. 

La Administración giró la liquidación provisional reclamando el pago de 114.473 

pesetas (109.792 pesetas más 4.681 de intereses). Joan interpuso recurso de reposición, 

pero fue desestimado y se le instruyó expediente sancionador imponiéndole una sanción 

por infracción tributaria grave por dejar de ingresar parte de la deuda tributaria (se le 

impuso un recargo del 50% por "dejar de ingresar dentro del plazo reglamentario parte de 

la deuda tributaria correspondiente al IRPF -ejercicio 1998"165). Interpuso reclamación 

económico administrativa que fue desestimada por el Tribunal Económico 

Administrativo Regional (en adelante TEAR) de Cataluña y, posteriormente, interpuso 

recurso contencioso administrativo ante el TSJ de Cataluña166. 

                                                             
163 PÉREZ SAN JOSÉ, PABLO (1999): Op. cit., p. 241. 

164 MARTÍNEZ-TORRÓN JAVIER Y NAVARRO VALLS, RAFAEL (1997): Op. cit., p. 83. 

165 STSJ de Cataluña 206/2006, de 24 de febrero, FJ nº 4. 

166 Ibídem, FJ nº 2. 
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En la sentencia, el TSJ llegó a dos conclusiones: no se puede alegar el art.30.2 CE para 

ejercer un eventual derecho a la objeción fiscal y tampoco se puede ejercer amparándose 

en el art.16.1 CE167. Debido a lo expuesto, el TSJ de Cataluña descarta la existencia de 

un derecho a la objeción de conciencia fiscal derivado del art.16.1 CE y confirma la 

liquidación provisional girada al recurrente. 

Ahora bien, respecto a la sanción, el Tribunal argumenta que el recurrente no dejó de 

ingresar parte de la deuda tributaria, sino que esa parte fue destinada a una entidad sin 

ánimo de lucro. Además, el recurrente informó a la Administración y aportó documentos 

que justificaban el pago. El Tribunal considera acertado analizar si ha existido dolo, culpa 

o intención defraudatoria en la actuación del recurrente para ver si ha habido infracción 

o no. Para ello se rescata la siguiente jurisprudencia168: 

En primer lugar, el Tribunal Supremo (STS de 5 de septiembre de 1991 y STS 8 de 

mayo de 1997169) establece lo siguiente: 

“Cuando el contribuyente no sustrae el conocimiento de los elementos determinantes de 

la base impositiva, sino que la rectificación obedece a una laguna interpretativa o a una 

interpretación razonable y discrepante de la norma, que la Administración entiende 

vulnerada por el sujeto pasivo y obligado tributario, no procede la imposición de 

sanciones puesto que para ello se exige el carácter doloso o culposo de aquella conducta 

y no una simple discrepancia de criterios”. 

Además, para que exista voluntariedad en la infracción, el contribuyente debe conocer 

la existencia del hecho imponible y debe ocultarlo a la Administración Tributaria (STS 

3983/1995170 y 1250/1996171). El caso del recurrente sería distinto porque ha llevado a 

cabo la declaración con deficiencias respecto la norma tributaria, aunque ha justificado 

razonadamente sus motivos para hacerlo. Se trata de un mero error, que no es sancionable. 

                                                             
167 Ibídem, FJ nº 3. 

168 Ibídem, FJ nº 4. 

169 STS 3252/1997, de 8 de mayo, FJ nº 3. 

170 STS 3983/1995, de 6 de julio, FJ nº 3. 

171 STS 1250/1996, de 28 de febrero, FJ nº 3. 
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En último lugar, el Tribunal Constitucional (STC 76/1990172) deja claro que para la 

interpretación del Derecho Administrativo Sancionador son aplicables los principios y 

garantías del Derecho Penal. Por tanto, en el presente caso es de aplicación el principio 

de culpabilidad, el cual es un elemento esencial para poder calificar como sancionable la 

conducta del recurrente. El Tribunal considera que no existe culpabilidad en la conducta 

del recurrente por no existir ni ocultación ni ánimo defraudatorio y, por tanto, se anula la 

sanción impuesta. 

El caso de Joan Surroca fue muy importante porque sentó un precedente al cual los 

objetores se han podido acoger. Es cierto que no se reconoció el derecho a la objeción de 

conciencia fiscal, pero se constató que el objetor no pretende defraudar a la 

Administración Tributaria, sino que lo que persigue es ser exonerado de una obligación 

que tiene unos fines contrarios a su conciencia. Por tanto, los objetores no pueden ser 

sancionados por la práctica que realizan. 

3.5.2.2. Resolución del TEAR de la Comunidad Valenciana, de 28 de 

setiembre de 2018. Caso Júlia Moltó y Tirs Llorens 

 

Un caso muy reciente es el de Júlia Moltó y Tirs Llorens que en 2018 consiguieron 

librarse de una sanción tributaria por objetar al pago de una parte del IRPF, gracias a la 

jurisprudencia sentada por la STSJ de Cataluña 206/2006 (caso Joan Surroca). Los 

argumentos de la sentencia del TEAR de la Comunidad Valenciana fueron los siguientes: 

El art.178 de La Ley General Tributaria173 (en adelante LGT) consagra el principio 

tributario de responsabilidad, el cual supone la aplicación de los principios del 

ordenamiento penal en el ámbito sancionador tributario. Uno de estos principios es el de 

culpabilidad por el cual no se puede sancionar a un contribuyente sin que concurra dolo, 

culpa o negligencia. Es la Administración la que tiene que llevar a cabo la prueba de 

culpabilidad, porque de lo contrario se estaría vulnerando el principio de presunción de 

inocencia174. Asimismo, en el expediente sancionador tienen que constar los hechos que 

constituyen la infracción tributaria y debe motivarse la culpabilidad que se desprende de 

                                                             
172 STC 76/1990, de 26 de abril. 

173 Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. 

174 Resolución del TEAR de la Comunidad Valenciana, de 28 de setiembre de 2018, FJ nº 4. 
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estos, ya que si no se cumplen estos requisitos se producirá indefensión susceptible de 

provocar la anulabilidad de la sanción175. 

El TEAR llegó a la conclusión de que la motivación del expediente sancionador era 

muy genérica y no tenía en cuenta las circunstancias concretas del caso. Además, no 

justificaba la culpabilidad del contribuyente, ya que se limitaba a constatar la aplicación 

del art.191 LGT. Por consiguiente, la sanción fue anulada, aunque no se reconoció el 

derecho a la objeción fiscal176. 

3.6. ¿Es necesario regular mediante ley la objeción de conciencia 

fiscal? 

 

Antes de entrar en el análisis de la propuesta de lege ferenda sobre objeción de 

conciencia fiscal, considero que es de capital importancia valorar si de verdad es necesaria 

su regulación o si, por el contrario, es una pérdida de tiempo o un mero capricho 

legislativo. Para ello, primero tendríamos que partir desde un punto de vista general y 

preguntarnos si es necesario regular mediante ley los supuestos de objeción de conciencia 

reconocidos por los tribunales. 

Después de todo lo expuesto durante el trabajo, creo que es lógico pensar que la 

promulgación de leyes sobre objeción de conciencia otorgaría seguridad jurídica tanto 

para el objetor como para los sujetos afectados, mediante la regulación del ejercicio, 

procedimiento, contenido y límites del supuesto de objeción en concreto. A parte de 

acomodar el ordenamiento jurídico a la conciencia del mayor número de personas 

posibles177, se estaría protegiendo los derechos de las personas afectadas por la conducta 

del objetor y, por tanto, se salvaguardaría uno de los límites de la objeción de conciencia 

que es el respeto de los derechos de terceras personas. Además, se desjudicializaría la 

cuestión evitando un excesivo volumen jurisprudencial en el supuesto de que hubiera un 

auge muy rápido de casos de objeción de conciencia. 

Ahora bien, ¿por qué deberíamos regular mediante ley la objeción de conciencia en 

materia fiscal? ¿Qué consecuencias tendría para el Estado, para los objetores y para los 

                                                             
175 Ibídem, FJ nº 5. 

176 Ibídem, FJ nº 6. 

177 LLAMAZARES FERNÁNDEZ, DIONISIO (2018): Op. cit., pp. 13-14. 
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demás ciudadanos? Para empezar, considero poco fundamentado el miedo del Estado de 

que se produzca un aumento del riesgo de evasión fiscal, ya que los objetores destinarían 

la parte impagada del IRPF a otros fines, se regularizaría su situación y la Administración 

tendría datos fiables sobre dónde van a parar las cantidades impagadas. La objeción de 

conciencia fiscal pasaría a ser compatible con los principios presupuestarios y, a su vez, 

el sistema tributario se vería reforzado porque gozaría de más aceptación ciudadana al 

respetar la moral de más personas178.  

Otro aspecto positivo sería que el Estado estaría preparado para el caso de que se 

produjera otra guerra como la de Irak en 2003 y el número de objetores fiscales creciera 

exponencialmente en un corto periodo de tiempo. Si esto sucediera sin la requerida 

preparación, la Administración tendría que recaudar los impuestos por la vía ejecutiva, 

que es más costosa, y las oficinas tributarias se colapsarían179.  

Para PAUNER CHULVI
180, la objeción de conciencia fiscal es una cuestión que debe ser 

discutida y resuelta mediante la política y no mediante la justicia, es decir, son los poderes 

ejecutivo y legislativo los que tienen que ponerse manos a la obra y no los tribunales 

porque estos aportan soluciones temporales y sobre la marcha. Además, de esta manera 

se quita responsabilidad a los jueces, los cuales suelen tener una idea preestablecida de 

cómo tratar este tema debido a las importantes consecuencias que tiene para el sistema 

tributario español. Por ello, muchas veces el juez ve que hay argumentos jurídicos de los 

objetores fiscales que son correctos, pero prefiere no entrar en ellos y adoptar la misma 

solución que se ha venido dando desde hace años.  

Según mi opinión, en España, los objetores fiscales viven una triste realidad: saben 

que lo mejor que les puede pasar es no ser sancionados por la Agencia Tributaria y que 

solo se les requiera para pagar la parte debida (acaban pagando dos veces, una a la 

organización afín a su conciencia y otra a la Agencia Tributaria). Este hecho provoca que 

los ciudadanos no tengan incentivos para sumarse a la causa y que los que sí se han 

sumado abandonen el barco en pocos años. Tampoco ayuda el modus operandi para 

ejercer la objeción de conciencia fiscal que se ha establecido en España y que muchas 

                                                             
178 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., pp. 192-193. 

179 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 730. 

180 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 174-192. 
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organizaciones pacifistas predican, ya que es poco elegante, no ofrece seguridad jurídica 

y no hace justicia a un derecho tan importante como es el de la objeción de conciencia. 

Por eso, autores como NAVARRO VALLS
181 consideran que: 

“Hoy es difícilmente imaginable un reconocimiento jurídico de esta forma de objeción 

de conciencia que no pase por una expresa intervención del legislador que aborde, entre 

otras cosas, su compatibilidad con los principios constitucionales involucrados (por 

ejemplo, el artículo 31 de la Constitución), y los modos posibles de realizar la prestación 

sustitutoria.”  

Esta posición viene respaldada por el art.10.2 de la Carta de Derechos Fundamentales 

de la Unión Europea182 el cual vincula el reconocimiento del derecho a la objeción de 

conciencia con la existencia de leyes nacionales que regulen su ejercicio. 

Por su parte, MARTÍNEZ-TORRÓN
183 condiciona la regulación de la objeción de 

conciencia fiscal a la existencia de un verdadero conflicto con la libertad de conciencia, 

es decir, solo cabría su regulación para los verdaderos casos de objeción de conciencia y 

no de desobediencia civil.  

Sea como fuere, queda acreditado que la regulación legal de la objeción de conciencia 

fiscal tendría muchos más puntos positivos que negativos y que, al fin y al cabo, se trata 

de una cuestión de voluntad política, ya que el hecho de que no haya en España un número 

amplio de objetores fiscales184 no significa que no se tenga que reconocer este derecho. 

 

 

 

 

                                                             
181 MARTÍNEZ-TORRÓN JAVIER Y NAVARRO VALLS, RAFAEL (1997): Op. cit., p. 83. 

182 Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 12 de diciembre de 2007. 

183 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., p. 720. 

184 La mayoría de asociaciones antimilitaristas intentan promover la objeción fiscal mediante la 

concienciación de las personas una a una, sin capacidad de generar una corriente que ayude a su expansión 

mediante un mensaje específico y eficiente que llegue a todos los sectores de la sociedad. ETXEA, 

BAKEAREN (1989): Op. cit., p. 6. 
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4. PROPUESTA DE LEGE FERENDA SOBRE OBJECIÓN DE 

CONCIENCIA FISCAL A LOS GASTOS MILITARES 

 

4.1. Propuestas fallidas 

Ahora que ya hemos acreditado la necesidad de regular mediante ley la objeción de 

conciencia fiscal, vamos a examinar las propuestas de ley más relevantes que se han 

presentado hasta la fecha para ver qué errores cometieron y si se pueden rescatar ciertos 

aspectos para nuestra propuesta de lege ferenda. Principalmente, vamos a hablar de dos 

propuestas ya mencionadas durante el trabajo que son el The World Peace Tax Fund Act 

de 1977 y la Proposición de ley de ERC de 2005.  

En base a la Proposición de ley de ERC, el contribuyente podría destinar el porcentaje 

del IRPF asignado a gastos de defensa en los Presupuestos Generales del Estado a una 

partida presupuestaria sobre fomento de la paz y la solidaridad (art.1). El porcentaje se 

fijaría cada año en la Ley de Presupuestos Generales del Estado y se aplicaría sobre la 

cuota íntegra estatal de la declaración del IRPF (art.2). Además, el contribuyente debería 

indicar expresamente en la declaración su voluntad de ejercer la objeción fiscal, porque 

de lo contrario el porcentaje se destinaría a gastos de defensa (art.4). Por último, se solicita 

la creación de una Oficina por la Paz y la Solidaridad que se encargaría de controlar la 

partida presupuestaria sobre fomento de la paz y la solidaridad y de determinar qué 

entidades pueden beneficiarse de la financiación de esta partida y qué requisitos deben 

cumplir (Disposición adicional segunda). 

En cuanto al The World Peace Tax Fund Act, se trataba del mismo sistema de pago 

alternativo, pero para poder participar en él los objetores tenían que cumplir uno de estos 

dos requisitos: ser objetor al servicio militar o demostrar de manera fehaciente que la 

participación en una guerra iba en contra de su conciencia. Una institución se encargaría 

de controlar que los motivos de conciencia alegados fueran auténticos mediante la 

posibilidad de recabar información sobre los objetores185.  

Los aspectos comunes de estas propuestas son que su finalidad es cambiar el sistema 

de defensa militarista de los Estados, el cual tiene un porcentaje considerable en los gastos 

presupuestarios, mediante la objeción fiscal en la cuota líquida del IRPF. El dinero 

                                                             
185 PALOMINO LOZANO, RAFAEL (1992): Op. cit., p. 1295. 
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objetado se destina a un fondo en el cual se financian organizaciones pacifistas y 

antimilitaristas186. Las ventajas son que el objetor contribuye mediante sus impuestos a 

fines que son compatibles con su conciencia y, por ende, se desincentiva el fraude fiscal. 

Además, se reducen los costes para la Administración Tributaria ya que no tiene que estar 

detrás de los objetores fiscales solicitándoles el pago pendiente187.  

No obstante, si ambas propuestas fueran perfectas no hubieran sido rechazadas. El 28 

de marzo de 2006 se celebró la sesión plenaria nº 153 en el Congreso de los Diputados y 

se debatió y rechazó la Proposición de ley de ERC. Pasamos a ver cuáles fueron los 

argumentos principales. 

Por un lado, Luís Mardones Sevilla (Coalición Canaria - Nueva Canarias) afirmó que 

la objeción fiscal, aparte de no ser un supuesto de objeción de conciencia, sería un desastre 

para el sistema presupuestario del Estado. Añadió que las Fuerzas Armadas españolas no 

solo llevan a cabo actividades militares, sino que también realizan acciones no militares, 

ya que prestan sus servicios en crisis humanitarias o en desastres naturales y ejecutan 

misiones para mantener la paz y el respeto de los derechos humanos. Otros argumentos 

fueron que no es viable un sistema de impuestos a la carta (Jesús Cuadrado Bausela, 

Partido Socialista), que si se regulara la objeción de conciencia fiscal a gastos militares 

se abriría la puerta a objetar a otros tipos de impuestos sobre productos básicos (Josep 

Maldonado i Gili, Convergència i Unió) y que “cada uno de los ciudadanos debemos 

hacer frente al conjunto de los gastos de los presupuestos públicos” (Pedro Azpiazu 

Villar, EAJ - PNV). 

Por otro lado, Joan Herrera Torres (Izquierda Verde - Izquierda Unida - Iniciativa per 

Catalunya Verds) hizo mención al caso de Joan Surroca y dio otro punto de vista sobre el 

ejército. Para él, más ejército no es equivalente a más seguridad, ya que la seguridad 

humana se garantiza con políticas de justicia, equidad e igualdad. El ejército no es el 

cuerpo adecuado para llevar a cabo misiones humanitarias y de paz, sino que sería mucho 

más efectivo un cuerpo civil no violento especializado en el peacebuilding. También 

reflexionó sobre el poder de las Cortes Generales de examen, enmienda y aprobación de 

los Presupuestos Generales y llegó a la conclusión de que debe haber otros medios para 

                                                             
186 MARTÍNEZ-TORRÓN, JAVIER (1998): Op. cit., pp. 729-730. 

187 PALOMINO LOZANO, RAFAEL (1992): Op. cit., pp. 1295-1296. 
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que los ciudadanos puedan ejercer la democracia participativa, más allá del voto en las 

elecciones. 

Por último, Joan Puig i Cordon (ERC) llevó a cabo una intervención que, a mi modo 

de ver, resume muy bien el sentimiento de los objetores fiscales en España:  

“Hoy tienen la oportunidad de dar un paso hacia la no guerra, si bien no de manera 

colectiva sí permitiendo que ello se haga de manera individual, según dicte la conciencia 

de cada cual, y ello no debe preocupar en absoluto al ministro de Defensa. Creo que el 

señor Bono puede estar tranquilo porque, como él muy bien dice, hay muchos españoles 

que están orgullosos del ejército y se identifican con él, de manera que la ley que hoy 

tomaríamos en consideración sería una regulación para cuatro, seguramente para algunos 

para cuatro locos pacifistas que nos creemos un mundo con muchas menos armas y menos 

ejércitos, un mundo mejor en el que se prioricen mucho las políticas de fomento de la 

paz. Estamos convencidos de que va a llegar el día en que se va a regular la objeción 

fiscal a los gastos militares, seguro, porque cada día son más las personas que van a 

objetar y van a verse obligados a dar respuesta a lo que solicitan los ciudadanos. Y, 

termino, aunque, como dijo otro loco como Albert Einstein, los objetores de conciencia 

son los pioneros de un mundo sin guerras.” 

4.2. Esquema general  

Para empezar, me gustaría puntualizar que la propuesta de lege ferenda que 

propondremos no es una propuesta específica que vaya al detalle y que pueda ser aplicada 

de un día para otro, sino que es una guía que contiene muchos aspectos que tendrían que 

ser tenidos en cuenta para una futura legalización de la objeción de conciencia fiscal a los 

gastos militares.  

A grandes rasgos, creo que la propuesta de ERC cometió el error de simplificar la 

objeción fiscal y no regular aspectos y detalles importantes de su ejercicio. Se presentó 

en un momento idóneo, justo pocos años después del fin de la guerra de Irak, pero no se 

consiguió generar un debate amplio en la sociedad. Al fin y al cabo, se trata de una 

cuestión de voluntad política y si no se consigue hacer de la objeción fiscal un tema 

atractivo en cuanto a recaudación de votos para los partidos políticos, es muy difícil que 

estos se interesen en la materia. 

Una vez dicho esto, es necesario explicar el marco general en el que se encuadraría 

nuestra propuesta de lege ferenda. En primer lugar, pienso que una ley que estableciera 
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una cláusula por la cual se reconociera la objeción de conciencia en general generaría 

mucha inseguridad jurídica debido a su imprecisión. En esta ley se podrían recoger 

infinidad de casos, hecho que contradeciría la jurisprudencia española que advierte que 

la promulgación de tal ley podría provocar el más absoluto caos, porque las personas 

podrían objetar el cumplimiento de cualquier deber jurídico188.  

Otro escenario con el que tampoco estoy de acuerdo es el de hacer una ley que 

contenga únicamente los supuestos de objeción de conciencia que ya han sido 

reconocidos. Es cierto que se aportaría seguridad jurídica y precisión, pero a su vez se 

dejarían sin regular otros casos de objeción de conciencia no reconocidos por la 

Constitución ni por la ley. Hay que tener en cuenta que la sociedad avanza a pasos 

agigantados y pueden surgir nuevas amenazas para la conciencia de los individuos. 

En mi opinión, la solución más acertada sería el reconocimiento de la objeción de 

conciencia fiscal de forma individual, sin establecer un derecho general a la objeción de 

conciencia (el no reconocimiento de un derecho general a la objeción es lo que 

diferenciaría mi propuesta a la de BRAGE CAMAZANO
189, que la cataloga como modelo de 

numerus apertus con regulación específica de los supuestos más importantes) y dejando 

abierta la posibilidad de regular otros tipos de objeción. De este modo, el ordenamiento 

jurídico podría adaptarse a la evolución social y tecnológica, en el sentido de que 

permitiría regular casos de objeción de conciencia que solo se darán en el futuro y que 

hoy en día son impensables, pero por otro lado tampoco se permitiría a los ciudadanos 

acogerse a una cláusula muy amplia que les posibilitara objetar en un sinfín de supuestos. 

Para poder objetar es más conveniente disponer de una ley que regule todos los aspectos 

importantes del ejercicio de tal derecho y no dejarlo todo a la interpretación que hagan 

los tribunales de una cláusula amplia y ambigua. 

Entrando más específicamente en la propuesta, considero que se debería establecer una 

posición moderada que fuera respetuosa con los derechos fundamentales de otras 

personas y que no afectara a bienes esenciales del Estado190. La alternativa al deber 

                                                             
188 BRAGE CAMAZANO, JOAQUÍN (2008): “Opciones de conciencia. Propuestas para una ley” en ROCA 

FERNÁNDEZ, MARÍA JOSÉ (coord.), Breves reflexiones sobre una posible regulación global por ley de las 

“opciones de conciencia”, Valencia, Ed. Tirant lo Blanch, pp. 113-114. 

189 Ibídem. 

190 PAUNER CHULVI, CRISTINA (2000): Op. cit., p. 191 



- 51 - 
 

jurídico de pagar impuestos tendría que ser proporcional a este y en ningún caso podría 

ser más gravosa191. Cuando hablamos de alternativa me refiero a un equivalente del deber 

jurídico que respete el principio que lo rige y que en el caso de la objeción de conciencia 

fiscal es el sostenimiento de los gastos públicos del Estado del art.31.1 CE192.  

4.3. Propuesta final 

 

4.3.1. Cuestiones previas 

La primera duda que se nos presenta es si debemos utilizar ley orgánica o ley ordinaria. 

Es cierto que la STC 160/1987 (FJ nº 2) afirma que la objeción de conciencia no está 

sujeta a la reserva de ley orgánica del art.81.1 CE porque no se encuentra entre los arts.15 

a 29 CE, pero también es posible acogerse a la interpretación de que la libertad de 

conciencia deriva del art.16.1 CE y, por tanto, la regulación de la objeción de conciencia 

fiscal sería considerada como un desarrollo directo de los aspectos básicos del art.16.1 

CE. En consecuencia, la regulación mediante ley orgánica dependerá de si se considera 

la objeción un supuesto que deriva directamente de la libertad de conciencia que es un 

derecho fundamental. 

Otra puntualización tiene que ver con la terminología que usamos una vez que se 

regula mediante ley la objeción fiscal. Cuando damos este paso, la verdadera objeción de 

conciencia llamada contra legem se convierte en una opción de conciencia secundum 

legem porque el objetor puede optar entre diferentes alternativas previstas por la ley y, 

por eso, es más preciso hablar de opción de conciencia. Las opciones de conciencia no 

presentan ningún problema jurídico, al contrario que las objeciones de conciencia193.  

4.3.2. Título preliminar y reconocimiento de la opción de conciencia fiscal 

Entrando ya en la propuesta, lo primero que habría que redactar es un título preliminar 

parecido al de la propuesta de ERC, pero con algunos matices: tendríamos que hacer una 

breve mención a los orígenes de la objeción fiscal y su relación con la objeción de 

                                                             
191 MIGUEZ MACHO, LUÍS (2008): “Opciones de conciencia. Propuestas para una ley” en ROCA FERNÁNDEZ, 

MARÍA JOSÉ (coord.), Límites a la regulación por ley de las opciones de conciencia, Valencia, Ed. Tirant 

lo Blanch, p. 138. 

192 MUÑOZ LÓPEZ, CARLOS ANDRÉS (2015): Op. cit., p. 294. 

193 BRAGE CAMAZANO, JOAQUÍN (2008): Op. cit., p. 103. 
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conciencia al servicio militar, explicar la situación actual en el ordenamiento jurídico 

español citando la jurisprudencia relevante al respecto y, por último,  sería imprescindible 

utilizar los argumentos que durante el trabajo hemos ido desarrollando para justificar la 

necesidad de regulación legal de la objeción fiscal. 

El siguiente paso sería reconocer el derecho a la opción de conciencia fiscal, ya sea 

por motivos religiosos o ideológicos, y nombrar como sujeto pasivo a la Administración 

Tributaria y como sujetos activos, titulares del derecho, a los españoles194. Respecto a los 

menores de edad, habría que condicionar la titularidad del derecho a su madurez tal y 

como establece el Código Civil y también habría que tener en cuenta a los padres o tutores 

como representantes legales. 

Más adelante habría que enumerar los requisitos o presupuestos que se tienen que dar 

para poder hablar de opción de conciencia fiscal y así encuadrar el supuesto en concreto 

en la ley. Sería fundamental que el sujeto activo tuviera la obligación de pagar impuestos 

y que existiera una relación de causalidad directa entre el deber jurídico que se pretendiera 

incumplir y el motivo de conciencia alegado, es decir, entre el hecho de pagar impuestos 

y la financiación de actividades militares. Asimismo, el deber jurídico tendría que ser 

gravemente contrario a la conciencia del sujeto. 

4.3.3. Registro de objetores fiscales 

A diferencia de la propuesta de ERC, creo que sería muy útil la creación de un 

registro195 en el cual se inscribieran todas las personas que desearan ejercer el derecho a 

la opción de conciencia fiscal. De esta manera se garantizaría la seguridad jurídica y la 

Administración Tributaria o el órgano público encargado podrían tener un control de los 

objetores. 

No obstante, para salvaguardar la privacidad e intimidad del objetor, sus datos 

identificativos deberían ser eliminados del registro en el caso de que lo solicitara, si 

                                                             
194 Se podría discutir también si son titulares los extranjeros que tributan en España. 

195 Idea extraída del art.6 del Australia Peace Tax Fund Act 1989, a bill for an Act to establish a Peace 

Trust Fund and for purposes related thereto, the Parliament of the Commonwealth of Australia, nº 

89/16634. 
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sufriera una incapacidad física o psíquica que le nublara totalmente su facultad de 

razonamiento o si falleciera196.  

4.3.4. Fondo público pacifista  

En la mayoría de propuestas de ley sobre objeción de conciencia fiscal se ha planteado 

la creación de un fondo destinado a financiar organizaciones pacifistas y de interés social 

con el dinero de los objetores. A raíz de este fondo, surge un grave problema para 

convencer a la mayoría de parlamentarios de que se apruebe una ley al respecto: es muy 

complicado hacer una propuesta que permita desviar dinero de otras partidas 

presupuestarias sin vulnerar los principios tributarios básicos que rigen el sistema fiscal 

de un país.  

En España, la gran mayoría de objetores fiscales apuestan por el IRPF como 

instrumento para desviar una parte de sus impuestos a causas afines a su conciencia. En 

mi opinión, este es un error muy frecuente en el que también cayó ERC en su proposición 

de ley, ya que, como hemos dicho anteriormente en el trabajo, el IRPF es un impuesto de 

redistribución de la renta que no es óptimo para objetar puesto que hace creer al objetor 

que está dejando de contribuir a los gastos militares en favor de organizaciones pacifistas 

mientras que en realidad lo que está haciendo es pagar menos impuestos. 

A lo largo del trabajo, me he ido dando cuenta de que planteamos mal la situación 

desde el inicio porque el verdadero problema no está en el hecho de objetar, sino en el 

modo de hacerlo. Lo primero que tendríamos que conseguir es que el Estado se 

comprometiera legalmente a no destinar ni un solo céntimo de los impuestos de los 

objetores reconocidos en el registro a partidas presupuestarias que financian gastos 

militares. Este es el verdadero objetivo que todo objetor debería perseguir puesto que es 

fundamental para garantizar que su dinero no vaya a parar a aquellos fines que tanto mal 

hacen a su conciencia. 

Una vez obtenido tal compromiso por parte del Estado, sí que podríamos calcular un 

porcentaje197 de dinero del objetor para destinarlo a un fondo pacifista o a otras partidas 

                                                             
196 Ibídem, art.7. 

197 Por ejemplo, el porcentaje lo podríamos obtener dividiendo el dinero destinado por el Estado, en los 

Presupuestos Generales de ese año, a los gastos militares entre los ingresos fiscales totales de ese año. Por 

dinero destinado a gastos militares entendemos aquella cantidad que el Estado ha comunicado a la OTAN, 

de esta forma se incluyen otras partidas presupuestarias que aparentemente no tienen relación con el 

ejército. El porcentaje obtenido se aplicaría al total de impuestos pagados por el objetor durante el periodo 
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presupuestarias a elección del propio Estado. Si optamos por el fondo, estaríamos 

cumpliendo casi al cien por cien los deseos de los objetores fiscales pues su dinero se 

destinaría a proyectos que investigan la resolución pacífica de conflictos, promueven la 

transición de la industria armamentística a la industria no militar y desarrollan tecnología 

no violenta para proteger la independencia y seguridad del país. Lógicamente, el fondo 

solo podría ser financiado por objetores fiscales identificados en el registro198 y quedaría 

prohibida la financiación mediante créditos o bonos199. Los proyectos que apoyara 

económicamente el fondo deberían cumplir con una serie de requisitos: preferentemente 

tendría que tratarse de organizaciones que no tuvieran otras fuentes de financiación, que 

promovieran o defendieran el antimilitarismo y la no violencia, que fueran alcanzables y, 

finalmente, que fueran transparentes, es decir, que el dinero que se destinara se viera 

reflejado directamente en alguna actividad en concreto200.  

Ahora bien, si optáramos porque el Estado pudiera destinar el porcentaje de dinero a 

otras partidas presupuestarias de su elección, no estaríamos vulnerando el principio de 

soberanía parlamentaria en la fijación del gasto público, sino que estaríamos poniendo 

una restricción. El Estado continuaría teniendo la facultad de decidir a qué gastos se 

destinan los ingresos fiscales, pero con la excepción de que el dinero obtenido de los 

impuestos de los objetores fiscales no podría destinarse a gastos militares. Por tanto, el 

Estado seguiría siendo libre de gastar más dinero en defensa y en el ejército, pero no con 

el dinero de los objetores. 

Sea como fuere, la democracia y el Estado de derecho no se verían comprometidos 

porque el control del fondo estaría en manos de las Cortes Generales a través de una 

institución pública con funciones de supervisión. 

                                                             
de un año natural, aunque habría que ver qué impuestos no cuadran bien en el sistema. Este cálculo es 

parecido al del art.4 de la Proposition de loi reconnaissant les objections de conscience à l’égard de 

l’affectation d’une partie de l’impôt à des fins militaires et créant un Fonds fiscal pour la paix, presentada 

en el Parlamento Federal de Bélgica el 16 de marzo de 2005. Asimismo, el porcentaje debería constar en 

los Presupuestos Generales del Estado de cada año, tal y como establecía la Proposición de ley presentada 

en el Parlamento de Alemania (Bundestag), de 29 de abril de 1986, nº 10/5420. 

198 Art.1 de la Proposición de ley presentada en el Senado de Bélgica, de 17 de marzo de 1995. 

199 Art.5.1 de la Proposición de ley presentada en el Parlamento de Alemania (Bundestag), de 31 de octubre 

de 1990, nº 11 8393. 

200 ARRANZ BELTRÁN, EMILIO (2010): Op. cit., p. 17. 
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4.3.5. Órgano de control 

Un órgano público, supervisado por el parlamento201, sería el encargado de gestionar 

y controlar la partida presupuestaria del fondo pacifista. Su función principal sería decidir 

a qué organizaciones o entidades se dirigen las ayudas y subvenciones, estableciendo unos 

requisitos202. Además, tendría la obligación de elaborar un informe anual sobre quiénes 

han sido los beneficiarios de las ayudas y cuáles son los motivos para concedérselas a 

ellos y no a otras entidades. El informe debería ser presentado ante las Cortes 

Generales203.  

4.3.6. Límites 

Los límites en el ejercicio de la opción de conciencia fiscal serían, por un lado, el orden 

público entendido como moralidad, seguridad y salud pública y, por otro lado, las 

libertades y derechos fundamentales de terceras personas. Seguiría siendo crucial el papel 

de la jurisprudencia para ponderar los derechos fundamentales en juego en virtud del 

principio de proporcionalidad204. Para analizar estos límites haremos referencia a dos 

tipos: los límites materiales y los límites formales. 

Dentro de los límites materiales podemos encontrarnos conflictos con el interés 

público, ya que incumplir un deber jurídico afecta a este interés. Una vía de protegerlo 

sería proponiendo al objetor una solución alternativa que no fuera más gravosa. Además, 

también podría darse el caso de abuso de derecho si el objetor asumiera voluntariamente 

el pago de sus impuestos sin comunicar expresamente a la Administración sus motivos 

de conciencia contrarios a fines militares, pero posteriormente solicitara ejercer el 

derecho a la opción de conciencia fiscal. Si el objetor tuviera verdaderos motivos de 

conciencia no hubiera aceptado el deber jurídico desde un primer momento y, por tanto, 

el Derecho no puede aceptar este cambio repentino de criterio205.  

                                                             
201 Art.8 de la Proposición de ley presentada en el Senado de Bélgica, de 20 de marzo de 1986. 

202 Disposición adicional segunda de la Proposición de ley de ERC, nº 192-1, de 24 de junio de 2005. 

203 Art.10 de la Proposición de ley presentada en el Parlamento de Canadá (The House of Commons of 

Canada) de 1999, C-399. 

204 BRAGE CAMAZANO, JOAQUÍN (2008): Op. cit., p. 123. 

205 MIGUEZ MACHO, LUÍS (2008): Op. cit., p. 143. 
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Respecto a los límites formales, son aquellos que guardan relación con el 

procedimiento para ejercer la opción fiscal. Sería importante que la Administración 

Tributaria supiera de tal ejercicio por parte del objetor fiscal debidamente registrado y es 

por eso que este tendría el deber de comunicar previamente el ejercicio de su derecho, sin 

la necesidad de contestación expresa de la Administración (excepto que esta se opusiera 

a la opción de conciencia). Esta comunicación previa la podría llevar a cabo el mismo 

objetor o un representante con poderes especiales206, su forma debería adecuarse a las 

leyes 39/2015207 y 40/2015208 porque el destinatario es la Administración Pública, el 

contenido debería incluir la identificación del objetor y cuáles son sus motivos de 

conciencia y, por último, la comunicación debería hacerse con antelación al cálculo final 

del porcentaje a objetar209 (no es posible la opción de conciencia fiscal sobrevenida). 

Asimismo, la Administración Tributaria debería tener derecho a oponerse a la opción 

fiscal antes de que fuera efectivo su cumplimiento. Tendría que tratarse de una oposición 

motivada y la ley establecería motivos de oposición como por ejemplo la ausencia de 

deber jurídico que fundamente la objeción, ausencia de motivo/s de conciencia, falta de 

conexión del deber jurídico con el motivo de conciencia, choque con derechos o libertades 

fundamentales que prevalezcan en caso de ponderación y abuso de Derecho. En el caso 

de que el objetor no hiciera caso, sería sancionado administrativamente210.  

En cuanto al control de los motivos de conciencia, la Administración solo puede 

valorar la veracidad de los motivos de conciencia alegados siempre que se respete el 

derecho a la intimidad del objetor (STC 160/1987 FJ nº 5), es decir, solo se puede llevar 

a cabo un control externo o formal porque el Estado no puede entrar a valorar las creencias 

internas de los individuos. Si existieran hechos objetivos que evidenciaran que el objetor 

no tiene verdaderos motivos de conciencia y que se está aprovechando de la situación, la 

                                                             
206 Ibídem, pp. 147-148. 

207 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas. 

208 Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. 

209 Art.9 de la Proposición de ley presentada en la Cámara de Representantes de los Estados Generales de 

los Países Bajos (Tweede Kamer der Staten-Generaal), de 1989. 

210 MIGUEZ MACHO, LUÍS (2008): Op. cit., pp. 150-151. 
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Administración podría utilizarlos para pedir explicaciones al objetor y para oponerse a la 

solicitud de ejercicio de la opción de conciencia fiscal211.  

4.3.7. Garantías jurídicas 

Si el objetor quisiera recurrir la oposición de la Administración Tributaria, podría 

acudir a la vía procesal ordinaria (vía contencioso-administrativa), a procesos especiales 

para la protección de los derechos fundamentales y al recurso de amparo. El efecto de las 

sentencias que reconocieran el ejercicio de la opción de conciencia fiscal vendría dado 

por el art.55 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional212, es decir, se declararían 

nulas las decisiones, actos o resoluciones que impidieran ilegítimamente el ejercicio de 

la opción, se reconocería formalmente su ejercicio y se adoptarían las medidas adecuadas 

para el restablecimiento de la integridad del objetor en caso de haberle producido un daño 

irreparable. 

 

5. CONCLUSIONES 

Ahora que ya hemos trabajado a fondo el tema y hemos elaborado una propuesta de 

lege ferenda, ha llegado el momento de agrupar en este apartado las conclusiones 

extraídas durante el trabajo. 

1.- La libertad de conciencia, tanto en su faceta de derecho como de libertad, es 

fundamental para el desarrollo de la personalidad de los ciudadanos y para el éxito de la 

democracia. Un Estado que coarte esta libertad corre el riesgo de extralimitarse en su 

función protectora puesto que estaría inmiscuyéndose en asuntos personales de cada 

individuo y, en consecuencia, se despersonalizaría el derecho.  

2.- El hecho de que existan tantas conciencias como personas hay en la sociedad hace 

que sea imposible legislar al gusto de todas ellas. El Estado sigue la ética de la mayoría y 

esto provoca que haya personas que sientan dañadas sus creencias y convicciones. De 

esta manera surge el derecho a la objeción de conciencia como mecanismo de protección 

de las minorías, ya sea por razones ideológicas o religiosas. 

                                                             
211 Ibídem, p. 153. 

212 Ley 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. 
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3.- La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre la objeción de conciencia ha 

dado muchos giros a lo largo de los años. Hemos pasado del pleno reconocimiento de la 

objeción como derecho fundamental derivado del art.16.1 CE, a su desvinculación de tal 

artículo y, por tanto, a su solo reconocimiento en aquellos casos que ya estén 

expresamente regulados por la Constitución o las leyes. No obstante, a día de hoy, no hay 

una posición jurisprudencial unánime sobre la cuestión, aunque se siga la línea marcada 

por la STC 160/1987. Son los tribunales los que van analizando caso por caso cuándo 

reconocer el derecho a la objeción de conciencia y de esta manera deberían213 actualizar 

el ordenamiento jurídico para equipararlo a la realidad que se vive en las calles. 

4.- Por su parte, la doctrina nunca se ha puesto de acuerdo a la hora de clasificar la 

objeción fiscal como un supuesto de objeción de conciencia o de desobediencia civil. 

Puede parecer un mero tema conceptual, pero en realidad es de capital importancia porque 

no es lo mismo la objeción de conciencia que, según una buena parte de la doctrina entre 

la cual me incluyo, deriva del derecho fundamental a la libertad de conciencia del art.16.1 

CE, y la desobediencia civil que no tiene ningún caso de regulación legal en España, por 

ser una práctica contraria al derecho y sin fundamento suficiente. 

Es lógico que no se haya llegado a una conclusión sobre el tema porque, como hemos 

visto durante el trabajo, es imposible encasillar la objeción fiscal exclusivamente en uno 

de los dos supuestos. Estamos ante un caso híbrido que comparte características de las 

dos instituciones, pero que a la vez tiene en la conciencia su principal razón de ser, y es 

este aspecto el que sirve de soporte para una futura regularización legal de la objeción 

fiscal. 

5.- Es cierto que hay muchos más argumentos sólidos en contra de la objeción de 

conciencia fiscal que a favor, ya que, de momento, todas las proposiciones de ley 

presentadas sobre esta cuestión alrededor del mundo han sido denegadas por la escasa 

compatibilidad con los respectivos sistemas tributarios y por la falta de voluntad política 

para buscar alternativas realistas y eficientes. A parte del rechazo internacional y de la 

incompatibilidad con los principios presupuestarios de la mayoría de ordenamientos 

jurídicos, otros problemas son la falta de relación causal entre el pago de impuestos y el 

ejercicio de la violencia por parte de los militares, la imposibilidad de equiparar la 

                                                             
213 Utilizo el condicional “deberían” porque a los tribunales les cuesta mucho reconocer nuevos casos de 

objeción de conciencia.  
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objeción fiscal a la objeción al servicio militar, la identificación en muchos casos de la 

objeción fiscal como supuesto de desobediencia civil, la falta de relación con el caso de 

la asignación tributaria a la Iglesia Católica y, en último lugar, la no vinculación con el 

derecho fundamental a la libertad de conciencia del art.16.1 CE. 

A pesar de todos estos argumentos poco favorables, tampoco podemos negar que 

sentencias recientes han constatado que la conducta del objetor fiscal no tiene ánimo 

defraudatorio y que, por tanto, no es sancionable. Esto no quiere decir que se reconozca 

el derecho a la objeción fiscal, pero se trata de un avance que habrá que ver cómo 

evoluciona en el futuro. 

6.- La objeción fiscal en España no está reconocida ni de forma legislativa ni 

jurisprudencial. Los escollos más grandes para empezar a negociar una ley al respecto 

son el uso del IRPF como instrumento al cual aplicar el porcentaje a objetar y la falta de 

voluntad política. Es lógico que el Estado sea reticente a perder poder de decisión, más 

aún en materia fiscal, y que intente desacreditar y menospreciar a los objetores fiscales. 

La única forma para cambiar la posición del Estado es que se genere un espacio de debate 

en la sociedad que acabe en protestas ciudadanas y, sobretodo, que los políticos vean una 

oportunidad para obtener votos, ya que es una de las pocas cosas que puede hacer 

despertar su interés en el tema. 

Lo que está claro es que, si queremos obtener seguridad jurídica en el ejercicio de la 

objeción fiscal y acabar con las prácticas actuales que se llevan a cabo mediante el IRPF, 

debemos promulgar una ley que regule todos sus aspectos. De esta forma también se 

protegería la conciencia de los objetores, se tendría un control sobre ellos para evitar el 

fraude fiscal, se desjudicializaría la cuestión y se armonizaría el derecho a la objeción 

fiscal con el sistema tributario español. En conclusión, sí es necesaria una ley sobre 

objeción de conciencia fiscal. 

7.- Lejos de ser perfecta, en nuestra propuesta de lege ferenda surgen ciertas cuestiones 

y problemas de difícil solución. Por ejemplo, el Estado tendría que usar dinero de otras 

partidas presupuestarias para equilibrar el desvío de dinero del presupuesto de defensa a 

la partida del fondo pacifista. Esto podría provocar recortes en sanidad, educación u otros 

sectores importantes. Ahora bien, si es cierto lo que dice el Estado y el número de 

objetores fiscales en España es insignificante, no debería haber demasiada preocupación. 
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Un aspecto importante a tener en cuenta es que esta propuesta de ley podría crear un 

precedente en el que cualquier persona tendría derecho a solicitar que una parte de sus 

impuestos no fuera a parar a fines contrarios a su conciencia. Este es un argumento en 

contra de la objeción fiscal basado en el miedo y que tiene ciertas incongruencias. Por 

ejemplo, sería contradictorio decir que la objeción de conciencia al servicio militar no 

creó ningún precedente respecto la objeción fiscal y, en cambio, la regulación de esta 

última sí crearía un importante precedente. 

Otro problema sería que no se cumpliría el objetivo principal de los objetores fiscales 

que es hacer del mundo un lugar más seguro en el que no existen las guerras, porque el 

Estado podría seguir destinando el mismo dinero a gastos militares. Se financiarían 

igualmente las armas y las guerras, pero la gran diferencia es que ya no se haría con el 

dinero de los objetores y, por tanto, se respetaría su conciencia. No obstante, habría una 

contradicción entre el hecho de destinar dinero a un fondo que promueve las 

organizaciones y actos pacifistas y el hecho de que el Estado continuaría gastando la 

misma cantidad de dinero en materia militar y de defensa. 

Por último, se discutiría el coste económico del fondo y de su órgano de control, puesto 

que habría que pagar los sueldos del personal con dinero público y, desde un punto de 

vista tributario, sería complicado decidir a qué impuestos pagados por el objetor se les 

aplica el porcentaje a objetar y a cuáles no. 

8.- Dejando a un lado los inconvenientes, la propuesta que hemos elaborado se 

encuentra respaldada por muchas de las proposiciones de ley sobre la materia que se han 

presentado en el mundo. Es una propuesta respetuosa con los derechos y libertades de los 

ciudadanos y es abierta en el sentido de que da margen para añadir modificaciones y 

mejoras. Más que una propuesta de ley podríamos catalogarla como una guía que traza 

los puntos clave a tener en cuenta en una futura ley corrigiendo los errores que se han 

cometido en anteriores propuestas. 

Este trabajo ha demostrado que hay alternativas para practicar la objeción fiscal de una 

forma legal y segura, pero lo que hace falta para que esto se cumpla es presentar una 

propuesta de ley bien elaborada y, además, que los políticos de nuestro país se sienten y 

reflexionen sobre la cuestión. No podemos dejar a los tribunales la tarea de resolver todos 

los casos sobre objetores fiscales cuando sería mucho más práctico elaborar una ley que 

solucionara todos los problemas que presenta el ejercicio de la objeción fiscal. 
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